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(Sin corregir) 


Señor Representante Óscar Andrade. 


Señores Representantes Fernando Amado, Wilson Ezquerra, Daniel Placeres, Luis Puig y 
Nelson Rodríguez Servetto. 


Señor Representante Pablo D. Abdala. 
Señores Representantes Graciela Bianchi, Omar Lafluf y Carlos Reutor. 


Por la Coordinadora de Sindicatos de la Enseñanza del Uruguay (CSEU), Daniel Devitta. 


Por la Asociación de Funcionarios de la Universidad del Trabajo del Uruguay (AFUTU); 
Raquel Bruschera y Elbia Pereyra. 


Por la Federación Uruguaya de Magisterio- Trabajadores de Educación Primaria (FUM- 
TEP); José Olivera. 


Por la Federación Nacional de Profesores de Enseñanza Secundaria (FENAPES), y 
Ernesto Fernández, por la Unión de Funcionarios del Codicen (UFC). 


SECRETARIO: Señor Roberto Juri. 


SEÑOR PRESIDENTE (Óscar Andrade).- Habiendo número, está abierta la reunión. 


La Comisión tiene el agrado de recibir a representantes de la Coordinadora de Sindicatos de la Enseñanza del 
Uruguay, CSEU. Por la Fumtep, nos visitan las señoras Raquel Bruschera y Elbia Pereyra; por Fenapes, el 
señor José Olivera; por Afutu, el señor Daniel Devitta, y por UFC, el señor Ernesto Fernández. 


Queremos ofrecer nuestra máxima disposición para contribuir ante una situación de tan alta sensibilidad. 


SEÑOR OLIVERA (José).- Soy secretario general de Fenapes, coordinador de la CSEU e integrante de 
la mesa representativa del Pl CNT. 


Agradecemos a las señoras diputadas y señores diputados por habernos recibido tan atentamente y en un 
marco muy particular. 


Hablar de las libertades individuales y colectivas en este recinto no tiene por qué ser demasiado 
fundamentada. 


Hoy queremos referirnos -motivo de la convocatoria- a la declaración de esencialidad de la que estamos 
siendo objeto los trabajadores de la educación pública, particularmente en el ámbito de la ANEP. 


Hemos aportado un informe primario elaborado por nuestro equipo jurídico que fundamenta lo que se 
entiende como una declaración que no es de esencialidad sino de prohibición del derecho de ejercicio de 
huelga. Encontrarán algunos elementos jurídicos primarios; obviamente, se trata de un informe elaborado 
rápidamente porque la finalidad era tener un posicionamiento muy claro ante un primer análisis. Remarcamos 
que ante esta situación el PIT- CNT, al igual que los sindicatos de la educación, seguiremos todos los caminos 
jurídicos nacionales o internacionales. De hecho, la sala de abogados ya está trabajando para presentar una 
denuncia ante el Comité de Libertad Sindical de la OTT; los propios compañeros abogados nos han dicho que 
el Estado uruguayo se expone a padecer alguna sanción a nivel internacional por lo que implica esta 
declaración. 


Antes que nada, quisiera hacer dos o tres referencias básicas con respecto a la propia declaración, emitida en 
la noche del 24 de agosto de 2015, anunciada públicamente al mediodía por parte de voceros del Consejo de 
Ministros. Pero lo que llama poderosamente la atención de esta declaración es que está fundada en dos puntos 
falsos. El Resultando I de la declaración -no sé si la tienen- refiere a una cuestión cierta: el 20 de marzo de 
2015 se instala el Consejo Superior de Negociación Colectiva del Sector Público. Es un ámbito integrado por 
representantes del Poder Ejecutivo, obviamente, por el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social y por una 
delegación de ocho compañeros que representan a la dirección del movimiento sindical uruguayo, vinculados 
al sector público. 


El Resultando II relata que a partir del 20 de marzo se generó una secuencia de reuniones a nivel de la mesa 
de ramas de la enseñanza pública. Esto es falso. Es de público conocimiento lo que sucedió, inclusive, por 
parte del planteo de los propios voceros del Gobierno. En ese sentido, la ministra de Educación y Cultura, 
María Julia Muñoz nos acusaba de que hacíamos paros prematuros, cuando el 27 de mayo habíamos 
advertido acerca de una situación similar -hoy creemos que es muy diferente- a la que se había dado en 2010, 
cuando a último momento, ya avanzado el mes de agosto, el Gobierno nacional había planteado los 
lineamientos para la negociación y dijo: “Es esto”, y no hubo posibilidades de negociación. De hecho, el 
proyecto fue enviado al Parlamento sin acuerdo entre las partes en el caso de la ANEP. Luego se discutió su 
distribución, pero según había sido votada en el Parlamento. Pero decir que desde el 20 de marzo se venía 
negociado en la rama de la educación, reitero, es falso. Además, una falsedad demostrable fácilmente, porque 
es de público conocimiento que el 7 de agosto el Gobierno presentó por primera vez los lineamientos para la 
negociación colectiva del sector público. ¿Dónde los presentó? En el Consejo Superior de Negociación 
Colectiva del Sector Público, ámbito máximo previsto por la Ley N* 18.508. Luego del 7 de agosto, de esa 
reunión, se habilitó la convocatoria a las distintas ramas: ANEP, Universidad de la República, Administración 
Central, Mesa Sindical Coordinadora de Entes y demás. En el caso de la ANEP, fuimos convocados el 14 de 
agosto a una instancia en el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social a través de la Dinatra. Pero cuando 
llegamos a la reunión, tanto el Codicén, la ANEP como los trabajadores nos encontramos con que el propio 
Ministerio de Trabajo y Seguridad Social no había convocado a la OPP ni al Ministerio de Economía y 
Finanzas. Queremos ser muy claros porque se ha dicho que la OPP ni el Ministerio de Economía y Finanzas 
concurrieron. No lo hicieron porque nunca fueron convocados. Está claro que la ley, en el marco del respeto 
de las autonomías, establece que para aquellos organismos con autonomía, estos representantes actúan como 
asesores. Pero para nosotros, en el marco de la ANEP, que no tiene autonomía financiera, también es clave la 
presencia de la OPP y del Ministerio de Economía y Finanzas porque otorga mayor respaldo político, por lo 
menos en lo concerniente a las negociaciones entre las partes. 


Al no haber sido convocados el Ministerio de Economía y Finanzas ni la OPP, tuvimos que agendar una 
nueva instancia que se llevó a cabo recién el 17 de agosto. Hago este relato porque es a partir de esta fecha 


que comienza la negociación colectiva para la ANEP en lo que a salarios respecta. Hay otro ámbito en el que 
también se venía trabajando, en el marco de la autonomía del ente, pero desde otro lugar. 


Entonces, no entendemos cómo un ministro puede firmar una declaración de esencialidad diciendo algo que 
no es cierto. Además, en todo caso, si uno analizara la continuidad de lo que sucede en las ramas concatenado 
con lo que pasa en el Consejo Superior, tampoco es cierto, porque la presentación de las pautas para la 
negociación colectiva en el sector público recién se dieron el 7 de agosto. 


En segundo lugar, en ese mismo Resultando II, se señala un hecho que no se sitúa en el tiempo. Dice que la 
negociación derivó en la firma de un acta final, en la que se alcanza una respuesta de acuerdo a ser 
considerada por los órganos competentes. Ahora, no fija esta reunión en el tiempo. Así como fija el inicio de 
la negociación para el sector de la educación, que no es cierto, no fija la fecha de esta acta. Esta acta fue 
alcanzada el viernes 21 de agosto, después de una extensa reunión. 


Además, contiene una falsedad: una propuesta de acuerdo a ser considerada. El acta -tengo aquí la original 
pero dejaré una copia-, luego de señalar la comparecencia de las partes, termina diciendo que se arriba a la 
siguiente propuesta a ser considerada por los órganos competentes de cada parte. Es decir, no hay una 
propuesta de acuerdo, sino una propuesta sobre la cual se trabajó, se consultó y a la que se le hicieron 
modificaciones. De modo que era una mera propuesta, que no significaba ningún acuerdo. Aun en el 
escenario de que significara un preacuerdo, lo que está claro es que los sindicatos tienen una dinámica de 
funcionamiento que implica que lo que sus dirigentes o representantes pueden hacer en el ámbito de una 
negociación siempre debe ser refrendado por los ámbitos democráticos de su organización. 


A su vez, el acta va más allá: reconoce también esa posibilidad para todas las partes, es decir, para el Poder 
Ejecutivo, el Codicén y la ANEP. Ahora, fíjense que esto lo alcanzamos el día 21 sobre la hora 16 y 30; hubo 
que informar a todo el país, a través de las estructuras de los sindicatos que son nacionales. El primer 
sindicato que tuvo la posibilidad de analizar esto en un ámbito nacional fue la Federación Nacional de 
Profesores, que fijó en una asamblea del día domingo una posición al respecto, señalando un rechazo 
genérico al documento. Desde nuestro humilde punto de vista y pensando que estábamos en un proceso de 
negociación, había tres puntos para reconsiderar o renegociar. 


Ahora, esto se adoptó el día domingo. Nosotros queremos dejar constancia de que hay sindicatos que no han 
podido si quiera discutir la propuesta porque, a partir de la declaración de esencialidad, los ejes cambiaron 
totalmente; ya la discusión no era sobre un 3% o un 5%, sino sobre si hay o no libertad sindical, si hay o no 
libertades individuales y colectivas. El problema que hoy está siendo analizando por los sindicatos ya es de 
otra naturaleza. 


Entonces, el 24 de agosto, a la noche, teníamos una declaración de esencialidad. El Gobierno parece que 
entiende a la negociación colectiva como una cuestión que involucra la opinión de una sola de las partes, 
porque en el Resultando [II el Gobierno entiende que hubo un evidente avance. Está bien, me parece bárbaro 
que el Gobierno entienda que hubo un avance, pero esto no implica que yo, siendo una de las partes, lo 
considere un avance y culmine el proceso de negociación. 


Después aparecen algunas cosas sobre las que daría mucho para discutir porque podrían implicar hasta un 
cierto concepto de educación. Se hace referencia particularmente al tema de la alimentación escolar. En la 
educación media solamente tres centros educativos tienen comedores, que son los de tiempo completo: San 
Luis, Ismael Cortinas y el Liceo N* 4 de Rivera. El resto de los centros de educación media no tienen servicio 
de comedor. De todas formas, históricamente, los compañeros maestros han tenido la precaución de que los 
comedores y los campamentos se atiendan, ante cualquier medida de carácter sindical que implique el 
ejercicio de la huelga. Pero hay que discutir si la alimentación es la función esencial del sistema educativo. 


Se señala que hay decisiones adoptadas por los sindicatos que comprometen el hecho educativo, que el 
Estado ha agotado todas las instancias legales de negociación -no entendemos a qué se refiere con esto- y se 
fundamenta la norma en dos instrumentos jurídicos que están vigentes: la Ley N* 13.720, del año 1968, y el 
Decreto Ley N* 14.791. Lo decimos con todo respeto: uno tiene la firma de Pacheco Areco y de Peirano 
Facio y el otro tiene la firma de Aparicio Méndez. 


El Gobierno dice que hay criterios del Comité de Libertad Sindical que avalan la posibilidad de declarar 
esencial el servicio educativo. En realidad, cuando uno va a la recopilación de normas, se encuentra con que 


hay sentencias en sentido contrario. En el documento que dejaremos hay algunas, y pedimos que no pusieran 
treinta, sino solo dos para simplificar la rápida distribución. 


En la declaración se establece: “Declárase esenciales los servicios correspondientes a los Centros de 
Educación Inicial, Primaria, Secundaria, Educación Técnico Profesional y Centros de Formación Docente”. 
Hasta el día de hoy no se nos ha dicho cuáles son los servicios esenciales que tenemos que cubrir, y que si no 
cubriéramos, como gremio estaríamos cometiendo una huelga ilícita. En esta declaración de esencialidad el 
Gobierno entiende que todos los servicios son esenciales, cuando hay, reitero, jurisprudencia nacional e 
internacional que dice lo contrario. Esto, en los hechos, se transforma en una declaración que nos prohíbe el 
derecho de huelga, y lo hace por treinta días. Esto quiere decir que el Poder Ejecutivo, que entiende que 
terminó la negociación con los trabajadores en la educación, también nos quiere prohibir que nos 
movilicemos en la etapa parlamentaria de la discusión del presupuesto, particularmente dentro de los 
primeros veinte días, en los que, como todos sabemos, hay posibilidad de enviar un mensaje complementario, 
con algún aspecto que se pueda avanzar en términos de la negociación. 


En este marco, queremos trasmitir a esta Comisión que estamos ante un hecho grave, fundamentado en cosas 
que no son ciertas y carente de respaldo jurídico nacional e internacional. Lo vemos como un atentado a las 
libertades individuales y colectivas, como un atentado contra la libertad sindical. Inclusive, el planteo de ayer 
del Gobierno sigue atentando contra la libertad sindical. No se puede entender la libertad sindical sin 
organización sindical, sin la posibilidad de negociación colectiva y sin la posibilidad del ejercicio del derecho 
de huelga. Estos son tres ángulos de la libertad sindical y todos los aquí presentes lo tenemos claro. 


¿Qué plantea el Poder Ejecutivo? “Te doy negociación si no hacés más paro”. Eso para nosotros es un 
chantaje y lo decimos con todas las letras para que quede claro. Creíamos que el Uruguay había avanzado en 
términos de relaciones laborales cuando se efectivizó el derecho a la negociación colectiva en el sector 
público, en el marco de la Ley N” 18.508. Habíamos saludado que tanto a nivel nacional como internacional 
hoy un sector importante de trabajadores tuviera libertad sindical completa, es decir con derecho a contar con 
sus organizaciones sindicales, a poder ejercer el derecho de huelga y a tener negociación colectiva. Pero 
parece que la aplicación de estos tres instrumentos en forma simultánea es incompatible con la concepción 
del Gobierno 


Tenemos un problema: los tiempos se agotan, el 31 debe ingresar al Parlamento el presupuesto quinquenal y 
el Gobierno en el día de ayer amenazó con sanciones pero el problema es que son miles los que están 
parando, desde nuestro punto de vista no desacatando la esencialidad sino ejerciendo el derecho humano 
legítimo a la huelga, con independencia de que podamos discutir la pertinencia o no de la medida. Lo que a 
nosotros nos preocupa es este recorte abrupto de la libertad sindical. 


SEÑOR FERNÁNDEZ (Ernesto).- Lo que acaba de decir José Olivera expresa todo lo que hemos 
venido conversando desde hace varios días, pero también es preocupante la premura con que sale el 
decreto. La compañera Elbia Pereyra no me va a dejar mentir en cuanto a que la cantidad de paros en 
la FUM, en particular, era de tres o cuatro en todo el año, mientras que hemos tenido experiencias de 
huelgas de maestros -no me quiero meter en el ámbito de otra compañera- de cincuenta y tres días o 
veinte y treinta en otra oportunidad, sin que se declarara ninguna esencialidad. Simplemente quería 
hacer esta mención para subrayar las diferentes prácticas. 


SEÑORA PEREYRA (Elbia).- Ya que el compañero hizo alusión al sindicato que nosotros 
representamos debo decir que se trata de una federación nacional: la Federación Uruguaya de 
Magisterio. 


José Olivera se refirió a federaciones nacionales que no estaban pudiendo discutir, lo que resulta clarísimo, y 
una de ellas era la nuestra. Nosotros el día 21 de agosto, cuando estuvimos en la instancia de firma de un acta 
final de negociación, dejamos clarísimo que la Federación Uruguaya de Magisterio -por ser una federación 
nacional, con todas las dificultades que conlleva que los compañeros del interior puedan recibir la 
información, analizarla, procesarla de manera democrática y decidir sobre ella y luego tomemos una posición 
como federación- iba a tomar una posición el día 29. Eso figura en actas. Varios de los aquí presentes, 
integrantes de la coordinadora, estábamos allí y eso fue lo que manifestamos. Por eso fue que en ese 
momento se fijó la reunión siguiente para el día 31 de agosto, dando a la Federación Uruguaya de Magisterio 
la posibilidad de discutir sobre algo. 


Inmediatamente luego de ese día viernes, es decir el lunes 24 en horas del mediodía, nos enteramos por la 
prensa de que la educación iba a ser declarada un servicio esencial. Para nosotros eso no es menor porque el 
ámbito de negociación, el ámbito de discusión y el ámbito democrático de toma de decisiones estaba 
claramente vulnerado. 


SEÑOR ABDALA (Pablo).- Quisiera hacer una reflexión muy general y breve y, además, realizar 
algunas consultas que por lo menos desde nuestro punto de vista resultan relevantes. 


Comparto en términos absolutamente objetivos y rigurosamente fríos -no desde el ángulo de un partido de la 
oposición ni desde el ángulo subjetivo de quien está para controlar al Gobierno-, que estamos frente a un 
grueso error que ha cometido el Poder Ejecutivo y a un decreto que, sin ninguna duda, a la luz de las normas 
vigentes, incluso de las invocadas y, particularmente, de los criterios que a este respecto ha establecido la 
OIT, resulta endeble -por decir lo menos- desde el punto de vista de su fundamentación. Sostengo esto por las 
razones que decía Olivera -que comparto- y por algunas más que también advierto que surgen de este cuerpo 
que componen los vistos, los considerandos y los resultandos del decreto, en los que hasta se da la ironía de 
que se invoca una reunión o instancia de negociación que iba a tener lugar después de la decisión que se 
estaba adoptando en cuanto a declarar la esencialidad de los servicios. Allí se menciona una reunión que 
estaba prevista para el jueves 27 de agosto. Entonces, resulta difícil entender que el propio Poder Ejecutivo, 
implícitamente, esté reconociendo que las instancias que él mismo había acordado para llevar adelante una 
negociación, no habían agotado. Creo que esto demuestra el apresuramiento con el que se actuó. 


Además, aquí también se invoca como criterio de la OIT que la limitación de la huelga -por lo que reconoce 
el decreto por el que se limita el derecho de huelga- debe ir acompañada de procedimientos de conciliación. 
Sin embargo, respecto a estos procedimientos de conciliación yo no he advertido -como mero espectador de 
los hechos y, por supuesto, como legislador preocupado por los acontecimientos, como creo que lo estamos 
todos, los que tenemos responsabilidades públicas y los que no- que se hayan generado instancias de 
negociación o conciliación cuando el propio Poder Ejecutivo primero dice: “Primero vayan a trabajar y 
después negociamos”, porque ese ha sido el mensaje que se le trasmitió al país y, particularmente, a los 
sindicatos de la enseñanza. 


Creo que la propia ley de Coprin, del año 1968, que se invoca como fundamento legal para la declaratoria de 
esencialidad, también está mal aplicada porque, entre otros elementos, establece límites o condiciones para 
esa declaratoria. Una de ellas es que se indique explícitamente cuáles son los servicios que se deben cumplir 
y de qué manera y, obviamente, este decreto no contiene esos aspectos. De manera que como se ha dicho, y 
es verdad, creo que esto ya excede los límites de la esencialidad y, directamente, entiendo que es una especie 
de reglamentación, restricción o limitación al derecho de huelga establecido en el artículo 57 de la 
Constitución, de manera objetivamente ilegítima. 


Hecha esta reflexión de carácter muy general, con la que no estoy diciendo nada nuevo o que los dirigentes 
sindicales no conozcan mejor que yo, quiero hacer dos o tres preguntas que me parece pueden ayudar a que 
podamos saber bien en qué situación estamos y, eventualmente, analizar qué perspectivas hay con relación a 
este conflicto que a todos nos preocupa mucho. 


Ayer hubo una reunión del Consejo Superior de Negociación Colectiva del Sector Público y a la salida el 
ministro hizo algunos anuncios. Uno de ellos me dejó pensando y quiero trasladar esa inquietud a los 
dirigentes sindicales. El ministro estableció una especie de ultimátum o de plazo. Dijo: “vamos a esperar 
hasta el lunes una respuesta y el lunes si no se han levantado las medidas empezaremos” -o empezará el 
Poder Ejecutivo; no sé en qué términos se expresó, pero ese fue el mensaje- “a aplicar medidas 
intimidatorias, sancionatorias o de tipo imperativo”. A mí eso me preocupó, y quiero trasladar mi 
preocupación consultando cómo está pesando ese aspecto en este momento, teniendo en cuenta que está 
previsto que para el día hoy, mañana o este fin de semana que comienza ahora, se convoque a las asambleas 
de los sindicatos a los efectos de evaluar la situación y tomar medidas. En realidad, cuando hago referencia a 
cómo está pesando ese aspecto no lo hago en términos de que el efecto intimidatorio se produzca, sino 
también en la perspectiva de que, eventualmente, esa amenaza -si así se la puede llegar a tomar- pueda 
constituir un factor de irritación adicional a la situación planteada. 


Solo me resta hacer una última pregunta; ya que sé que todos quieren hablar y que los colegas desean hacer 
sus propias reflexiones. Por supuesto, la consulta que llevaré a cabo será sin ánimo de tirar nafta al fuego, que 


fue la expresión que utilizó mi homónimo Marcelo Abdala. De todos modos, quisiera decir que creo que la 
ministra Muñoz que, sin duda, tiene una enorme responsabilidad objetiva -la tiene por su condición de 
ministra de Educación y Cultura-, utilizó algunas expresiones en un programa de televisión, que se emitió en 
el curso de esa semana, que creo que no ayudan demasiado a la pacificación y al encuentro de soluciones. 
Digo esto porque la señora ministra, entre otras cosas, interpretó la aparente contradicción entre el acta que se 
firmó y las decisiones que finalmente tomaron los plenarios y las asambleas de los sindicatos como una 
suerte de confirmación de que la dirigencia que está a cargo de la conducción de los sindicatos no tiene la 
suficiente representatividad, peso o capacidad de conducción porque en otras épocas esas cosas no pasaban. 
En realidad, cuando se firmaba un acta, por más que después debiera ser refrendada por los trabajadores, se 
presumía cuál iba a ser el resultado o se entendía, prácticamente, que ese era el resultado final. Sin duda, yo 
creo que esa fue una afirmación poco feliz, por lo que quisiera solicitar a los sindicatos presentes -ya que no 
estuvo en el relato del señor José Oltvera- una reflexión en ese sentido. En realidad, la afirmación me parece 
grave, pero mucho más por venir de quien proviene, y más grave todavía cuando se realiza en un contexto 
como el que está planteado, que es complicado y complejo. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Creo que todos somos concientes de la gravedad de la actual circunstancia. 
La Comisión de Legislación del Trabajo ha utilizado sus mecanismos para ayudar a solucionar decenas 
de situaciones complejas como la problemática de la regasificadora, la huelga de Salto por el no cobro 
de haberes o la problemática de los trabajadores de la empresa de transporte Boreal de la de Rivera, 
ciudad a la que concurrimos para realizar la negociación. Por lo tanto, siempre hemos intentado 
ayudar a solucionar conflictos, aun con temas de alta sensibilidad, como la problemática de Salto, que 
se produjo en medio de la campaña electoral. 


Siempre hemos intentado que la comisión -ojalá que pueda seguir siendo así-, lejos de dedicarse a sacar un 
partido chico, en términos de la lasca política interna, procure construir puentes de solución. 


Tengo la convicción -estoy hablando de mi Gobierno- de que el mejor aporte, o la mayor fortaleza que puede 
tener el Gobierno para salir de esta situación es eliminar un decreto, que es flaco en términos jurídicos, 
impresentable en términos políticos e inútiles en términos prácticos, o que solo profundiza las dificultades 
para arribar a un acuerdo. Y digo esto sabiendo que si miro lo que sucedió antes de que se dictara el decreto, 
puedo decir que el Gobierno me representó al realizar un esfuerzo enrome para atender las demandas de la 
educación, que son justas. En realidad, el Gobierno hizo las dos cosas, una de ellas fue colocar sobre la mesa 
un decreto que, en lo personal, considero indignante. En ese sentido he polemizado con compañeros de 
Gobierno, ya que creo que el peor fracaso del decreto hubiera sido que el día miércoles se culminara el 
conflicto. Reitero que ese hubiera sido el peor fracaso del Gobierno, ya que si eso hubiera sucedido y no se 
hubiese llevado adelante ninguna otra medida no sé quién podría haber sentido que se logró un avance. 


En la misma dirección, quiero decir que también me siento parte de una fuerza política que realizó un 
esfuerzo enorme para atender las demandas educativas. En realidad, no estamos en un marco de recorte sino 
de incremento presupuestal. En el Parlamento vamos a hacer un esfuerzo gigantesco para cumplir con la 
propuesta y lograr que se otorguen seis puntos del PBL, y no porque los temas educativos se reduzcan solo a 
recursos sino porque está claro que es central contar con dichos recursos para la educación. No hay que 
olvidar que Uruguay recién ahora está alcanzando el promedio de inversión que existe en América Latina en 
relación al PBI, ya que durante muchos años eso no se logró. Sin duda, no hay resultados mágicos en materia 
de educación, y la precariedad de la relación de inversión por alumno que se dio durante mucho tiempo no se 
puede revertir fácilmente. 


En ese sentido, voy a hacer referencia a algunos aspectos que creo que están entorpeciendo cualquier salida 
del conflicto. En primer lugar, la primera medida es sacar de encima de la mesa el decreto de esencialidad, y 
sin condiciones. Y reitero que creo que esa medida no debilita al Gobierno, sino que lo fortalece. En ese 
marco hay que poner la pelota contra el piso y dejar de estigmatizar la plataforma de los docentes, que es 
legítima, aunque tenemos claro que aunque se alcance un mayor nivel de presupuesto no se podrá contemplar 
en su totalidad. Sin duda, no vamos a lograr las decenas de miles de becas que precisamos para decenas de 
miles de alumnos de contexto crítico, y las que se otorguen, seguramente, serán insuficientes para garantizar 
una solución en términos educativos. Además, aunque avancemos en materia de infraestructura, no vamos a 
construir la que se necesita, y aunque avancemos en la inversión con respecto a la investigación -tal como 
está previsto en el programa-, tampoco será suficiente. 


También parto de la base de que los compañeros y compañeras que están en torno a esta mesa saben que el 
mayor acuerdo logrado, desde el punto de vista del presupuesto, seguirá dejando demandas pendientes. Sin 
duda que no se avanza estigmatizando a los docentes y a los maestros, colocándolos como el centro de todos 
los problemas en materia educativa; tampoco se avanza estigmatizando la movilización como una cosa 
contraria al proceso de cambio. En ese sentido, quienes estamos en el Gobierno tenemos que hacer un 
esfuerzo enorme por no incorporar componentes de irritabilidad. 


Asimismo, para decirlo todo y con franqueza, no se avanza en la construcción de una mesa de diálogo 
agraviando a compañeros militantes de toda la vida o con acciones que terminan generando declaraciones 
contra el resto del movimiento popular. Así no se defiende mejor una plataforma educativa ni con una táctica 
que se encierra en “el todo o nada”. En ese sentido, también quiero ser claro ya que de lo contrario estaría 
diciendo solo un parte de lo que pienso: para construir una mesa de diálogo nosotros tenemos que generar las 
condiciones -eso lo dije el mismo día que se dictó el decreto, y no me duelen prendas-, y para eso debemos 
sacar de arriba de la mesa un decreto que no tiene que ver con nuestra tradición, no es lo que somos, y en lo 
personal -hablo por mí- no nos representa. Con un decreto de esta naturaleza sobre la mesa difícilmente se 
pueda explicar que estamos haciendo un esfuerzo enorme -aunque seguramente será insuficiente- por atender 
la problemática de la educación pública. En realidad, me detengo en el costado político sabiendo que hay 
argumentos pesados desde el punto de vista jurídico, ya que la circunstancia política es lo que más me 
preocupa. 


Por otra parte, nosotros no tenemos ningún drama en convocar rápidamente al Poder Ejecutivo para que 
concurra a la comisión; tampoco tengo inconveniente en decir que creo que se debe favorecer el diálogo, 
además, teniendo en cuenta esta circunstancia tan insólita, la emisión de un decreto de esta naturaleza a esta 
altura del partido. Es como que yo cebara un mate frío y por eso me dieran una puñalada. Además, 
federaciones importantes aún no se habían pronunciado acerca del contenido del acuerdo para evaluar cuáles 
eran las dificultades o cuáles eran los puntos que se rechazaban. 


Me queda claro que la CSEU tiene la decisión de sacar el acuerdo adelante, pero hay que encontrar una 
redacción diferente, menos agresiva, para la cláusula de prevención de conflictos. Esto no puede ser un 
elemento central, tan dramático. Yo vengo de una rama de actividad que firma esas cláusulas, pero en ningún 
caso allí dice que el conflicto se extingue automáticamente. Eso es irritante para la discusión; se busca una 
forma de redacción distinta. 


Creo que todos sabemos que en términos económicos estamos en el límite de las posibilidades. No hay 
márgenes amplios para cambios. Todos tenemos conciencia de que la salida no implicará transformaciones 
brutales en términos económicos. Sin meterme en eso, creo que está claro que ninguna fórmula de acuerdo 
puede alcanzarse -y si se acuerda, será una salida negativa y yo no sentiría ningún avance- teniendo de por 
medio el decreto de esencialidad, porque estaríamos generando un antecedente que nosotros hemos admitido 
para circunstancias extraordinarias en las que está en riesgo la vida o la salud de la población y es evidente 
que este no es el caso. Por lo tanto, compartiendo preocupación política, trataremos de hacer todo lo que esté 
a nuestro alcance -algunas cosas hemos hecho- para lograr una forma de diálogo más civilizada, en la cual no 
nos abracemos a los medios. Los medios son los medios. Si de un lado de la mesa tenemos al Gobierno que 
en teoría quiere un acuerdo y normalizar la circunstancia de las clases, lo demás son instrumentos para 
lograrlo. Y si el instrumento, lejos de contribuir, lo que hace es entorpecer, complicar y además no tiene que 
ver con las tradiciones con las que en el campo popular se resuelven las diferencias, no deberíamos estar 
abrazados a los medios porque, en último caso, nuestro objetivo son los resultados. 


En el día de ayer puse un ejemplo en un artículo. En una oportunidad, el Rey Salomón debía dirimir una 
situación en la cual dos mujeres decían ser las madres de un niño; del niño que sobrevive, otro había muerto. 
Entonces, resolvió dividir al niño en dos partes y que cada mujer se llevara una mitad. Una de las mujeres, la 
madre, se niega y prefiere que se lo lleve la otra mujer. De esa manera, el Rey Salomón supo quién era la 
madre. 


Creo que la actitud más responsable que podemos tener desde el Gobierno -hemos intentado trasmitirlo con 
la mayor claridad-, si nos importa el niño, va más allá de las declaraciones: tenemos que generar las 
condiciones de un acuerdo. Pero las condiciones de un acuerdo, con un decreto de esencialidad sobre la mesa, 
son muy complejas, salvo que también asumamos nosotros una táctica de todo o nada, es decir, barremos, y 
sobre la base de que barremos generamos un acuerdo, lo que me parecería un doble error político. Sumo mi 


opinión a que la mejor contribución a la circunstancia de la solución del tema de este conflicto de la 
educación es generar las condiciones de un acuerdo. Los problemas de la educación son más profundos, los 
tratará la Comisión de Educación, después daremos debate en el Parlamento; es obvio que el debate 
estructural de fondo de la educación no se puede dar en un marco de esta circunstancia tan compleja. 


SEÑOR RODRÍGUEZ SERVETTO (Nelson).- Estamos en una situación sumamente delicada y muy 
grave. Ese es mi parecer. 


El día lunes, en el correr de la mañana, en medio de una entrevista periodística, me preguntaron mi opinión 
en caso de que hubiera una declaración de esencialidad para el sector de la educación. En ese momento 
contesté que claramente no cabía la declaración de esencialidad en la educación, porque no está en juego la 
vida ni la salud de las personas; no encuadra por ningún lado. Podrá conformarnos o no, podrán parecernos 
simpáticas o no las movilizaciones de los trabajadores en reclamo de sus reivindicaciones, pero 
indudablemente tienen derecho a la huelga, a las movilizaciones, al pataleo. Casi todos los que estamos en 
esta mesa hemos sido participantes de los sindicatos y de su dirigencia y tenemos claro, sobre todo los que 
estuvimos en sindicatos del Estado, que tenemos cinco años para tratar de conseguir la mayoría de nuestros 
reclamos. 


Por lo que han expuesto, al menos yo, me estoy informando acerca de los plazos que se están manejando. 
Obviamente, no son tiempos razonables como para que un sindicato pueda tomar una resolución, porque lo 
que se discute con el patrón hay que llevarlo a la representación que cada sindicato se dé, sea la asamblea de 
delegados primero y luego las asambleas generales, para luego tener una contrapropuesta, es decir, una 
negociación que aquí no ha tenido lugar de ninguna manera. 


No creo que acá haya un rédito político partidario para nadie. Quiero partir de la base de que estamos ante un 
problema muy grave. Pienso que, en general, la mayoría de los representantes de todos los partidos políticos 
estamos de acuerdo con que el decreto de esencialidad no se corresponde con la situación de la enseñanza. 
Creo que todos estamos de acuerdo con que el decreto de esencialidad -sin calificarlo- tiene que ser bajado de 
la mesa de negociación y centrar la discusión en la plataforma de los trabajadores de la enseñanza. 


Creo que no hay ninguna duda -lo reitero para que quede claro en la versión taquigráfica y a los participantes 
de la reunión de hoy, delegados de la enseñanza- de que acá hay responsabilidades políticas graves. Por eso 
estoy de acuerdo con el presidente Andrade en el sentido de que a la brevedad debemos convocar a los 
representantes del Poder Ejecutivo, la ministra de Educación y Cultura y el ministro de Trabajo y Seguridad 
Social, a efectos de entablar un diálogo y tratar de incidir, en lo que podamos, para que se deje sin efecto el 
decreto de esencialidad, pero también el ultimátum lanzado en el día de ayer, con fecha límite el 31 de 
agosto. Entonces, el día 31 se termina con los paros o empezamos a.... ¿A qué? No sabemos a qué. 


La situación que estamos viviendo hoy es muy compleja y grave. Por lo que hemos podido ver en los medios 
de prensa y por lo que hemos escuchado de nuestros colegas diputados y senadores de todos los partidos 
políticos creo que hay un acuerdo político tácito de que este decreto de esencialidad no tiene lugar en este 
conflicto, no tiene lugar en lo que hace a la situación de la enseñanza pública en el país. Por lo tanto, no me 
siento calificado para cuestionar el accionar de los sindicatos en cuanto a las formas que se den para 
perseguir sus reivindicaciones. Indudablemente, sí vamos a trabajar por tender puentes, aunque no les vamos 
a estar diciendo qué es lo que tienen que hacer. Por el contrario, somos una herramienta que está a 
disposición de los sindicatos para ser utilizada a fin de tender todos los puentes que sean necesarios para 
levantar este decreto de esencialidad y que las cosas se sigan desarrollando por las vías normales y 
democráticas, respetando el derecho de huelga y los derechos humanos, que hoy se ven lesionados a través 
del decreto de esencialidad. Por eso tampoco puedo calificar los dichos o hechos del sindicato hacia 
militantes o no militantes; cada uno sabrá qué es lo que dice y por qué lo dice; no me parece que seamos 
nosotros quienes debamos calificar o dar líneas de acción a nadie. 


Voy a contar una anécdota. Recuerdo lo que en su momento consideré como un error de mi sindicato, que fue 
una plataforma. Esto ocurrió más o menos por el año 1985, cuando el sindicato se planteó cierta plataforma 
innegociable, para ir al todo o nada. El acuerdo que se logró en aquella oportunidad fue muy importante, muy 
bueno para los trabajadores, pero después no colmó las expectativas porque era innegociable. Y aprendimos 
de los errores de los demás. Entonces, cada sindicato, cada gremio, cada sector, en este caso el de la 


enseñanza, se da las formas que entienda pertinentes y redacta sus plataformas de acuerdo con sus 
necesidades. 


Por lo tanto, acompaño el planteo del presidente de la Comisión de invitar urgentemente al Poder Ejecutivo, a 
la ministra de Educación y Cultura, al ministro de Trabajo, a los efectos de tratar de tender los puentes 
necesarios para que este decreto de esencialidad quede sin efecto a la brevedad. 


SEÑOR PLACERES (Daniel).- Antes que nada, quiero agradecer la presencia de los compañeros 
representantes de la educación. 


Allá en la base había un cartel que decía: “Las palabras nos separan, las acciones nos unen”. Estamos en una 
situación compleja. Pertenezco a la fuerza que gobierna. Creo que se han hecho muchos esfuerzos por la 
educación, aunque no son suficientes y hay que seguir profundizando al respecto. Me parece que el mero 
hecho de elevar una comunicación desde la comisión al Poder Ejecutivo en el sentido de que se deje sin 
efecto la esencialidad para que se pongan a trabajar los que realmente están involucrados, ayudaría. Porque lo 
demás es pan y circo, y esto no ayuda a los afectados: a los gurises, a la gente, a los padres -que mandan a los 
gurises a la escuela-, a la educación. Creo que lo que ayuda es que de una vez por todas hacia fuera se vea 
que hay una comisión de Legislación del Trabajo integrada por representantes de todos los sectores que 
integran el Parlamento democráticamente, que eleva al Poder Ejecutivo una propuesta con la que estamos 
todos de acuerdo -porque en lo demás hay muchas cosas que no comparto, pero en esto estamos todos de 
acuerdo-, que es que se retire el decreto de esencialidad. Después, con más tiempo, en la instancia del 
Presupuesto, cada fuerza podrá pedir al Poder Ejecutivo una reunión en la que profundizará en los temas que 
le interesan. Porque acá lo que vienen a plantear los maestros, los educadores, es cómo abrir una puerta para 
conformar nuevamente la negociación. A esta altura a mí no me importa si me llevo la cocarda, sino que lo 
me preocupa es que se conforme esa mesa de negociación inmediatamente. 


El otro día, ante otra situación compleja, planteé que se convocara a la Comisión para ir al sitio donde se 
daba esa circunstancia, porque tenemos que demostrar un nivel de altura distinto frente a este hecho. Todos 
los sectores declaran que tenemos que apoyar que la educación se mejore y profundice. En este tema estamos 
todos de acuerdo, y en lo que estamos de acuerdo tenemos que seguir trabajando todos, en los aspectos que 
nos acercan no en los que nos separan. En otro momento profundizaremos en los que nos separan. Pero ya 
que toda la Comisión está de acuerdo con que se retire el decreto de esencialidad y con que el Poder 
Ejecutivo convoque inmediatamente a conformar una mesa de negociación, me parece que sería bueno elevar 
un comunicado en ese sentido. Sin embargo, convocar hoy a cada uno de los ministros, cuando el 31 de 
agosto vamos a recibir el Presupuesto, va a dilatar esta situación y lo que nosotros menos queremos como 
legisladores es que esto se dilate, sino que se encamine en una cosa que nunca debió haberse suspendido. 


SEÑOR PUIG (Luis).- Saludo a los compañeros de la delegación. Creo que han sido muy claros y 
precisos. Han planteado como imprescindible que se genere el ámbito para que se pueda negociar; 
claramente, con un decreto de esencialidad no se puede negociar. 


El mismo lunes valoramos que este decreto, lejos de aportar una solución, agrava la situación de conflicto -no 
cabe duda de que fue así- y cambia los ejes de discusión, cuando en realidad a 72 horas de la presentación del 
Presupuesto al Parlamento deberíamos conocer cuáles podrían ser los elementos que permitieran mejorar la 
propuesta presupuestal para la educación. Esos son los aspectos que deberíamos estar discutiendo en el día de 
hoy. 


Estoy convencido de que a lo largo de estos años ha mejorado sustancialmente lo que tiene que ver con la 
negociación colectiva y con las libertades sindicales. No me cabe ninguna duda, y digo esto porque me 
parece que es realmente así. Venimos de situaciones donde el mejor sindicato era el que no existía. Creo que 
hoy estamos en otra situación. 


Ahora, este decreto está fuera de ese estado de situación. Este decreto genera una situación que pone sobre la 
mesa elementos realmente negativos. 


Que se deje sin efecto el decreto no puede interpretarse como un signo de debilidad del Poder Ejecutivo sino 
que, por el contrario, sería un mensaje en el sentido de que queremos seguir profundizando algo que los 
Gobiernos desde el 2005 hacia acá han puesto sobre la mesa: avanzar en un proceso democrático en la 


sociedad de debate. Eso debe ser una situación inmediata; en mi opinión, ese decreto debería dejarse sin 
efecto para poder discutir temas que son los de fondo. Está claro que en el marco de la situación internacional 
hay toda una serie de circunstancias -la crisis de Europa, el enlentecimiento del crecimiento de China- que 
generan repercusiones en el país. Ahora, desde nuestro punto de vista, los presupuestos, el gasto público, y 
dentro de ello el gasto social, son decisiones políticas, al igual que de dónde se logran los ingresos para llevar 
adelante los presupuestos. Creo que si nos encorsetamos en que hay medidas que no se pueden tomar después 
tendremos como resultado que no se puede generar el espacio fiscal necesario para atender áreas 
fundamentales, como la educación, la salud y la vivienda. Creo que -lo venimos reclamando de alguna 
manera- discutir el Presupuesto profundizando el debate democrático implica discutir con los diferentes 
sectores de la sociedad también cómo se generan los recursos. En este país hay sectores con capacidad 
contributiva, que generaron ganancias muy importantes a lo largo del último período, que a mi entender 
estarían en condiciones de aportar más, a fin de alcanzar las metas de desarrollo social que el país se ha 
propuesto. A mi juicio, habría que reconsiderar cientos de millones de dólares en exoneraciones tributarias, 
muchas veces injustificables, lo que permitiría generar recursos para discutir con otra base un espacio fiscal 
con otras características. 


El interés general ameritaría este abordaje. Tenemos claro que el Poder Ejecutivo ni los partidos de la 
oposición quieren que aquellos sectores que se beneficiaron durante años paguen más impuestos; tal vez 
debería discutirse a la hora de conformar los presupuestos, pero hoy no cabe duda de que el decreto de 
esencialidad cambia los ejes de discusión, agrava el conflicto y en ese marco sería imprescindible retirarlo, lo 
cual no sería una muestra de debilidad del Poder Ejecutivo, sino una señal para seguir profundizando el 
camino planteado desde 2005. 


SEÑOR EZQUERRA ALONSO (Wilson Aparicio).- Agradezco la visita de los representantes de los 
gremios de la educación. 


Estoy seguro de que el deseo de todos los compañeros es abrir puertas porque, además de ser el estilo de 
trabajo de la Comisión, estamos convencidos de que es la única manera de salir adelante, para beneficio del 
país y de los alumnos. Queremos colaborar. 


Estos marcos son buenos para discutir los problemas de la educación en amplitud. El respeto de las leyes no 
admite discusión, y en ese sentido aplaudo la posición adoptada porque si uno cede ante cada presión, 
aumentan los abusos, y el decreto de esencialidad, a mi entender -compartido o no; en este caso, comparto 
muchas posiciones del sindicato, pero si mañana no fuera así, el derecho de expresión y de huelga son 
derechos constitucionales en los que el país ha venido avanzando-, es realmente un retroceso. 


Me parece importante señalar esto, y no es porque uno quiera sacarse la cucarda, sino porque después se nos 
podría volver una costumbre recurrir a este tipo de actitudes cada vez que no estamos de acuerdo con algo. 
En mi partido defendemos estos derechos. 


Cuando uno escucha algunas declaraciones de los sueldos de la educación y de las condiciones en que 
trabajan tiene la impresión de que hay un gran desconocimiento. Yo tengo la suerte de conocer bien esta 
realidad, porque mi señora, mi hermana, mi madrina y mi tía son maestras. En el interior no existe el doble 
horario, y en el caso de las maestras rurales -como mi señora-, menos. Asimismo, algunas auxiliares de 
servicio del interior tienen que trasladarse 200 kilómetros para cobrar $ 13.000 y les es imposible tener otro 
trabajo; además, no olvidemos que están en la campaña. 


Entonces, me sorprendieron los números que manejó la señora ministra, porque no reflejan la realidad. 
Lo mismo pasa con los profesores, quienes para alcanzar un sueldo signo deben tomar una cantidad de horas 
que a veces está mucho más allá de lo que el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social considera justo, y no 


cobran horas extras. Además, rotan por los locales, con el tiempo que eso conlleva. 


Entonces, me parece que a veces se habla desde un escritorio, sin conocer la realidad, y eso hay que 
discutirlo. 


Por eso pedí que se convocara al señor ministro, porque si bien reclamar un salario digno es un derecho, 
también están las condiciones de trabajo. Me ha tocado recorrer algunos centros, y puedo decir que las 


instalaciones eléctricas -que en malas condiciones resultan muy peligrosas- son pésimas, aun en muchas 
UTU que trabajan con grandes maquinarias. Recibí reclamos de comisiones de padres y maestros que me 
pidieron que por favor hiciera lo posible para que enviara electricistas a algunos centros. 


Me parece que todo esto forma parte de los derechos laborales, y es el momento de discutirlo para encararlo 
de otra manera. A veces se exige mucho al privado -y está perfecto-, pero el Estado debe dar el ejemplo. 


Estoy de acuerdo con agrandar la torta, porque si no cuando reclamamos le estamos quitando a otro. Sin 
embargo, a veces no se trata de aumentar impuestos, sino de gestionar bien. En esta Comisión hemos visto 
cómo se va mucho dinero porque los responsables no controlan. Fripur es un buen ejemplo de cuánto nos 
cuesta esto, y quizás ahí esté la diferencia para financiar estos cambios. 


Sin duda, no es momento de sacar ventajas. Creo que la Comisión tiene que acercar las posiciones para 
encontrar una salida, como dijo el presidente, salomónica, sin vencidos ni vencedores. Todos queremos que 
se negocie, pero también se debería discutir todo el entorno, porque la única manera de recuperar nuestra 
sociedad es mejorando la educación, y para lograrlo se necesitan lo medios necesarios. 


SEÑORA BIANCHI POLI (Graciela).- Agradezco la visita de los compañeros y a la Comisión por 
dejarme participar. 


Tengo cuarenta y dos años de experiencia trabajando en la educación. Además, trabajé tres años en el 
Consejo Directivo Central y me tocó negociar con la Coordinadora de Sindicatos de la Educación. 


No quiero hacer ninguna consideración política, a pesar de que se han hecho, pero hay algo que no me puedo 
aguantar. Hace unos años, si desde los sindicatos o desde la fuerza política que encabeza actualmente el 
Gobierno se hubiera invocado un decreto-ley -si es un decreto-ley, fue dictado en la dictadura- o la Coprin, 
habría ardido Troya. 


Todavía no hablé con el señor diputado Sebastián Sabini, con quien tengo una excelente relación -yo soy 
vicrepresidenta de la Comisión de Educación y Cultura, y Sebastián el presidente-, pero mi grupo político y 
yo estamos de acuerdo en convocar a los dos ministros involucrados en este asunto. En ese sentido, sería 
bueno integrar la Comisión de Legislación del Trabajo con la de Educación y Cultura, porque no se trata solo 
de un problema laboral. Lo que me preocupa es que en este paquete viene la reforma educativa; lo dije en 
Sala, y también afuera. Sinceramente, me preocupan las cláusulas décima y undécima del Acta. De ninguna 
manera es un cuestionamiento, porque los dirigentes me conocen -el señor Olivera es quien más me conoce, 
porque estuvimos juntos en muchas cosas en la educación-, pero me llama poderosamente la atención. Sé que 
cuando uno tiene que negociar, debe aflojar en algunas cosas, pero me llama la atención luego del derrotero 
que ha tenido la no negociación. 


En la Comisión de Educación y Cultura citamos a la señora ministra, al señor subsecretario, a todo el Consejo 
Directivo Central y a los directores generales de los Consejos Desconcentrados. Tuvimos que citarlos tres 
veces y poner el ultimátum de que si no venían antes del 17 de junio, los íbamos a interpelar. Vinieron el día 
16 de junio. Y tampoco logramos que nos dijeran absolutamente nada. 


También citamos a los Consejos Desconcentrados. El miércoles recibiremos a Secundaria y ya recibimos a 
Primaria y a la UTU. Llegamos a la triste conclusión de que no saben nada del presupuesto, porque creo que 
no han participado de su elaboración, con lo cual se viola la Constitución de la República, pero también la 
autonomía de la Administración Nacional de Educación Pública. Hasta que no cambiemos la Constitución de 
la República, eso funcionará así. 


De las cláusulas décima y undécima del acta percibo, claramente -porque sabemos de esto, aunque alcanza 
solo con saber leer- que este no es un acuerdo definitivo ni mucho menos. Se está exigiendo la negociación - 
estas palabras son mías, porque no participé de esta negociación-, pero no solamente se ata la libertad 
sindical y el derecho de huelga, sino que hay una enorme limitación a la actividad profesional de los 
docentes, porque se habla de pautas, de indicadores de metas que, al menos quienes venimos estudiando y 
practicando la educación, lo venimos escuchando desde hace muchos años, pero antes era tildado de 
neoliberal. 


Además, me preocupa la cláusula undécima porque en ella, aparte de lo salarial -se supone que a eso refiere 
esta acta-, hay claramente conceptos de educación que, quienes sabemos del tema, entendemos qué quiere 
decir. Asimismo, está dicho de una manera poco explícita. Está claro que en un acta no se explicita 
demasiado, pero siempre que sucede eso -no soy mal pensada-, el cangrejo debajo de la piedra me preocupa, 
sobre todo conociendo a las actores institucionales, empezando por la señora ministra que de educación no 
sabe nada y que, además fue puesta en forma explícita -se dijo- para contener a los sindicatos de la educación 
-esto no es especulación de la oposición-, con esa displicencia que tiene, que es como una cucarda, cuya 
función es reventar a los sindicatos de la educación. Esto lo vimos todos, lo escuchamos todos, lo leímos 
todos. 


Según la cláusula undécima, hay que callarse la boca hasta el año 2017, pero ya no solamente en lo que tiene 
que ver con las pautas salariales, sino que hay que callarse la boca en cuanto a qué vamos a hacer con la 
educación. Yo les pregunté expresamente en la comisión -no hicimos circo, como se nos acusa; no llamamos 
a sala ni hicimos una interpelación-, donde estuvieron cuatro horas y media -por suerte, no se enteró casi 
nadie, porque ese es el trabajo de los parlamentarios-, pero no pudimos sacar una sola conclusión de lo que se 
piensa hacer con la educación. Y me dirán que este no es el eje de la educación en este momento, pero ¡vaya 
si lo es! No puedo creer en la inocencia de quien hizo el decreto de esencialidad o de quien tomó la decisión 
que, evidentemente, tiene que haber sido el presidente de la República, porque ya se sabe que el Consejo de 
Ministros se enteró después. Para mí no es inocente, porque se sabía lo que se estaba haciendo; se sabía que 
se estaba poniendo a los sindicatos entre la espada y la pared, así como también a la calidad de la educación y 
después se habla de los gurises, de los niños, niñas y adolescentes. Y yo le agregaría “adolescentas”, porque 
si digo niñas y niños, tengo que decir adolescentes y “adolescentas”. Entonces, la situación es mucho más 
profunda que el tema de ponerlos en una situación de no negociación en cuanto al tema salarial. Creo que se 
está poniendo en una situación de no negociación en lo que respecta a qué vamos a hacer con la educación en 
la parte pedagógica, en la gestión. 


Yo tuve una posición crítica sobre la incorporación de los sindicatos en los Consejos -lo saben desde el 
principio- y por esto abandoné la comisión que redactó la ley de educación en la tercera sesión. No me dejará 
mentir el señor José Olivera -que es con quien siempre me reuní, no por nada en especial, sino porque él iba a 
la Coordinadora de Sindicatos de la Enseñanza cuando yo estaba en el Codicén-, que yo les decía: 
“Muchachos, cuidado, porque esto ata al Estado, pero compromete al movimiento sindical”. Y yo quiero un 
movimiento sindical independiente, defensor de sus intereses de clase y separado de cualquier partido 
político, gobierne o no gobierne, vote o no vote, porque nosotros somos herederos de una tradición del 
movimiento sindical independiente. 


Yo creo que la gran fortaleza de esto que ha pasado es que nada ha sido en vano. La cultura sindical que 
tienen los dirigentes es el resultado de las bases que, en realidad, son las que se están poniendo, junto con 
ustedes, a espaldas, para frenar este disparate -no quiero calificarlo más que de disparate, pero luego nos 
encargaremos de ver qué otros tipos de responsabilidades hay-, que no es solamente un tema de plata. No es 
solo un tema de plata: la educación es la cabeza de la gente. Y que cada uno se ponga el sayo; cada uno sabe 
a lo que nos estamos refiriendo. 


En consecuencia, estoy totalmente de acuerdo con que hay que llamar en forma urgente al señor Ministro de 
Trabajo y Seguridad Social, que creo que es quien ha manifestado una sensibilidad propia de un dirigente 
sindical de otras épocas -sin ofender a los actuales-, pero que recoge la tradición del movimiento sindical que 
ustedes están continuando. Veo la cara de desesperación de Murro. Se la volví a ver ayer. Lo conozco desde 
hace muchísimos años, como maestro y como dirigente de la madera, y volvió a decir: “Firmamos de 
madrugada. Firmamos a las seis de la mañana”. Entonces, yo creo que ahí tenemos una fortaleza, aunque no 
sé qué grado de incidencia tiene en el Poder Ejecutivo, porque ya no formo parte de esta fuerza de gobierno, 
a pesar de que puedo tener mis opiniones, porque conozco bastante 


Por supuesto, también hay que llamar a la señora Ministra de Educación y Cultura. No puedo votar, pero creo 
que el señor diputado Sabini estará de acuerdo conmigo en que la citación debería ser de ambas Comisiones. 
Habría que sentarlos a los dos y decirles: “Señores: este decreto hay que derogarlo”. La palabra es esa: 
derogación. Y, en lo posible, hay que borrar y empezar de nuevo. 


Quienes somos educadores, aunque en este momento estemos en la oposición -son circunstancias políticas 
que por algo se han dado-, debemos tratar de que se restañen las heridas, porque ayer decía en un programa 


de televisión en el que me consultaron, que el hecho educativo se produce en el aula, en las comunidades 
educativas. El estado anímico de los actores institucionales es muy importante. Los docentes estamos 
cansados de que nos peguen de todos lados; no solo de que literalmente nos peguen, sino de que nos peguen 
de todos lados. 


Habiendo estado al frente de una comunidad educativa, del Liceo Bauzá, nos preguntamos: ¿cómo hacemos 
para crear el estado del alma necesario para que se produzca el hecho educativo? 


Por eso hay de desactivar esto lo antes posible. Y después comprometernos -desde mi sector, al menos de la 
oposición, descuento que todo el Partido Nacional- a restañar las heridas rápidamente. Pero quiero a los dos 
ministros; quiero a la ministra de Educación y Cultura para que se haga cargo. Tal vez luego, ahora no, 
porque no es el momento, pediremos otro tipo de responsabilidades. 


Esto es lo que ofrecemos y pedimos. Reitero: que sea una comisión integrada con la otra y lo antes posible. Y 
vamos a utilizar la palabra que jurídicamente corresponde: derogar rápidamente este decreto, que se hace 
muy fácil y en tres renglones a fin de desactivar políticamente esta bomba de tiempo. 


Además -es lo último que diré; agradezco que me hayan escuchado a pesar de no integrar la comisión, pero 
antes que nada soy educadora y es mi derecho como legisladora-, quiero decir que este es un país 
democrático, este no es un país populista, tenemos una dirigencia sindical responsable y bases democráticas 
que estaban esperando para discutir. Y que más allá del contenido respecto del que se puede o no estar de 
acuerdo -y que no sabemos cuál hubiera sido su posición porque ni siquiera se les permitió discutir-, estamos 
viendo movilizaciones de las que me vanaglorio porque recuerdo otras épocas: me daba mucha pena, cuando 
íbamos treinta, treinta y cuatro o treinta y cinco a las asambleas de Fenapes. 


Hay que ayudar a desactivar esto. Llamar a los dos ministros y que la Comisión integrada actúe rápidamente. 
Es viernes, pero también trabajamos sábados y domingos. Obviamente, la oposición no tiene mayorías, obvio 
que no tiene la misma llegada al Poder Ejecutivo, pero sí queda claro que al menos el Partido Nacional está 
respaldando lo que está sucediendo en este momento en la enseñanza. Además, como dijo mi compañero 
hace un momento, si dejamos sentar este precedente, ¡prepárense! 


SEÑOR AMADO (Fernando).- Desde hace rato estoy evaluando hablar o no hablar, porque siento que 
las cosas que estoy pensando pueden llegar a ser nafta en una situación complicada. 


Como dijo la señora diputada Bianchi -es así-, obviamente, es mucho más que lo salarial. Pero tampoco hay 
que tener miedo a que sea solo lo salarial, porque en el mundo en el que estamos, en la sociedad en la que 
estamos, el dinero es fundamental para que cada maestro, cada profesor y cada uruguayo tengan determinada 
espalda como para solucionar problemas de su familia, hijos, lograr la tranquilidad espiritual para después 
abocarse responsablemente y de lleno a la actividad que desempeña. Y si la educación es lo primero, lo 
prioritario, evidentemente, quienes están encargados nada más y nada menos que de la formación de los 
niños y adolescentes del Uruguay, tienen que estar bien pagos. Lo digo asumiendo -en esto hay que ser muy 
claro- que mi partido, cuando estuvo en el gobierno, en ese campo tuvo deudas. Sería muy fácil ahora decir 
que hay que subirles el sueldo a los docentes, cuando mi partido, no hace tanto tiempo estuvo en el gobierno, 
en ese sentido no tuvo una actitud que por lo menos me conformara; pero es mi partido. Lo quería recalcar 
porque en los últimos días, en el medio del conflicto, se esgrimió que no solamente se trata de una cuestión 
de dinero y porque también creo que ha habido alguna jugada de mala leche cuando se dieron a conocer a la 
opinión pública los números, el crecimiento de las cifras en los últimos años como diciendo: “Se están 
quejando demasiado”, etcétera. Y yo no estoy de acuerdo con eso. Efectivamente, la discusión debe ser de 
frente y mano y en la que el dinero es muy importante. No sé de dónde salió la máxima de que como el 
magisterio y el profesorado son profesiones muy vocacionales no es necesario pagar mucho, pero igualmente 
deben hacer la tarea de manera excelente. No lo entiendo. De hecho, como conversábamos con algunos 
compañeros, cuando por ejemplo en el Palacio Legislativo se hace un llamado, se presentan decenas de miles 
de uruguayos para ingresar, no por la función que vayan a cumplir, sino por el sueldo que percibirán. Cuando 
la Intendencia de Montevideo hizo llamados, pasó exactamente lo mismo. Si en la educación sucediera algo 
similar, seguramente habría decenas de miles de uruguayos que tendrían más interés en ejercer el magisterio 
o el profesorado. 


Esto, sin ingresar a la otra parte de mi pensamiento. Pero como me parece que en todos los ámbitos hay que 
ser honesto intelectualmente, voy a tratar de medir las palabras pero sin dejar de expresar los conceptos. 


Siento que el presidente Vázquez está solo, o que lo están dejando solo. Y en este momento, de alguna 
manera, me siento el único diputado vazquista o el único que defiende la posición del Poder Ejecutivo. 


(Diálogos) 


Lo digo por varias razones. En primer lugar, desde la oposición, los partidos de la oposición en los 
últimos diez años se han expresado permanentemente y en general -debe haber excepciones, lo quiero dejar 
claro porque las generalidades son injustas- acerca del imponente poder que han tenido los sindicatos, en 
particular los de la educación. Y una y otra vez se han manifestado proclives a acotar ese presunto poder de 
los sindicatos, en especial, los de la educación. 


En esta situación diría tan particular, excepcional, sensible, etcétera, por lo menos se sostienen posturas 
distintas que en el pasado. Puede ser que estemos ante un cambio; los cambios para bien muchas veces son 
buenos -no digo que no-, pero no voy a calificarlos. Lo que digo es que noto un cambio en el discurso en ese 
sentido. 


SEÑOR ABDALA (Pablo).- Lamento interrumpir y cortar el hilo del razonamiento del señor diputado 
Fernando Amado, pero me veo en la necesidad de dejar una constancia. 


No tengo el ánimo de generar una confrontación lateral con el señor diputado Fernando Amado. Si bien la 
afirmación que él hacía es verdad, en cuanto a que los partidos de la oposición -en particular el Partido 
Nacional, fue crítico con la ley de educación del primer Gobierno de Vázquez por distintas circunstancias- 
cuestionamos el diseño institucional y muchas veces denunciamos que advertíamos que en función de ese 
modelo que se instauró y apuntaló se generó una especie de lucha o de debate por el poder dentro de la 
educación, me parece que eso forma parte de otra discusión. Lo digo con toda sinceridad. Naturalmente, 
estamos hablando de temas que están vinculados, pero que son independientes. 


Acá estamos frente a un aspecto específico, que es este conflicto que se ha planteado, y el comportamiento o 
el temperamento del Poder Ejecutivo para resolverlo. En ese contexto, aparece este decreto, que 
consideramos absolutamente ilegítimo. Me parece que, reitero, aquellas opiniones con relación al tema 
general, no invalidan nuestra actitud crítica frente a este comportamiento y este temperamento que ha tenido 
el Poder Ejecutivo. 


El Gobierno tiene el primer deber, que es el de procurar los entendimientos, el de generar paz en la sociedad, 
sin perjuicio del conflicto, que es connatural a la vida social. Nosotros entendemos, con independencia de 
aquellas opiniones y de los temas de fondo vinculados con el sistema educativo, que el Poder Ejecutivo está 
actuando en forma contradictoria. El Poder Ejecutivo, con estas decisiones, está introduciendo elementos de 
irritación, está radicalizando las posiciones y, por tanto, alimentando el conflicto. 


Me parece necesario hacer esta distinción. Pido disculpas al señor diputado Fernando Amado porque, si bien 
él no ha dicho nada que no sea verdad, me parece que relacionar dos temas que son distintos, puede llegar a 
generar alguna confusión. Además, reivindico para nosotros la posibilidad de condenar, como estamos 
condenando al Gobierno frente a esta decisión, por las razones que ya expresé e independientemente de las 
posiciones que históricamente hayamos tenido con relación al tema educativo. Aquí hay un tema de 
relaciones laborales, de cómo se dirimen los conflictos laborales y de la legitimidad o la ilegitimidad en el 
uso de determinados instrumentos. Entre ellos, se encuentra nada menos que la limitación del derecho de 
huelga. 


Me vi en la necesidad de aclararlo. Le pido disculpas al señor diputado Fernando Amado. 


SEÑOR AMADO (Fernando).- Me parece de recibo la aclaración. Estoy haciendo un esfuerzo 
importante por tratar de decir las cosas con la prudencia que la hora merece. Espero que de lo que dije 
no se haya desprendido la conclusión de que por haber dicho una cosa no se pueda decir otra o de que 
no puede haber enfoques, como el que establecía el señor diputado Pablo Abdala, en los que se haga 
hincapié en que son dos temas distintos. 


En realidad, creo que el tema es político, pero es una apreciación personal. Obviamente, respeto muchísimo 
la postura del señor diputado Pablo Abdala, que separa el tema de los derechos laborales de una situación que 
para mí tiene altos componentes de enfrentamiento político. 


Voy a tratar de seguir con lo que estaba diciendo para redondear la idea. Siento que -lo he dicho públicamente 
y por eso me veo en la obligación de decirlo en este ámbito también- de alguna manera el Presidente Vázquez 
ganó la elección diciendo que haría esto. Como candidato a Presidente, en diciembre de 2013, sostuvo en una 
entrevista sin ningún tipo de duda y con total naturalidad -lo sostuvo así, con total naturalidad y con total 
contundencia, como suele expresarse en los medios de comunicación- que si tenía inconvenientes aplicaría la 
esencialidad en la educación. Después, por la acumulación de una cantidad de fuerzas políticas y sociales - 
que quizás hoy sean, en su mayoría, no digo todas, las que le sacaron el apoyo- llegó al Gobierno. Esto me 
interpela: en la campaña, en ese tema, no mintió; se lo lleva a la Presidencia, hace lo que dijo que haría y en 
ese momento muchos de los que lo llevaron a la Presidencia le quitan el apoyo político. Por eso digo que, 
desde mi perspectiva, es un tema político. Es un tema que tiene que ver con una situación coyuntural concreta 
pero que tiene un trasfondo político muy grande. 


Comparto el ánimo de buscar una solución en la que no haya vencidos ni vencedores. No comparto la visión 

de que sacar de la mesa el decreto de esencialidad no es debilitar al Presidente. Yo interpreto y siento -puedo 

estar equivocado, y es subjetivo- que notoriamente es debilitar al Presidente; no creo que el Presidente salga 

fortalecido si eso sucede. Pero estamos en una situación en la que salidas muy claras no hay. Si no se saca el 

decreto de esencialidad al mismo tiempo que se normaliza la situación, casi con una profesión de buena fe, sí 
habrá un ganador y un perdedor. 


En este caso siento también, desde el punto de vista político, que el Presidente Vázquez está quedando solo. 
De hecho, acá se hicieron varias referencias a ello y lo quiero decir porque es el ámbito en el que hay que 
decir las cosas: los ministros se habrán enterado en el Consejo de Ministros, pero si un ministro no está de 
acuerdo, se va, renuncia. Tengo un enorme concepto de Murro, pero un enorme concepto de Murro; creo que 
es uno de los cuadros políticos del Frente Amplio que más ha aportado al país. Lo que hizo en el Banco de 
Previsión Social ha sido fenomenal. Pero no puedo ser deshonesto en cuanto a que el que firma el decreto es 
Murro. Él podría no haberlo firmado; podría haberse ido. Son opciones políticas. 


(¡Apoyados!) Es difícil mantener determinadas posturas y reivindicaciones al momento que se firma una 
cosa de estas. Siempre tenés la posibilidad de poner un freno o de decir: “Esto colide totalmente con lo que 
siento, con mi ideología, con mi historia, y tomo una decisión diferente”. Quería decir esto, en honor a la 
honestidad que nos merecemos todos en este ámbito. 


Por último... 


(Diálogos) 


Estoy tratando de hacer un esfuerzo importante, porque podría decir muchas cosas pero no quiero herir 
sensibilidades ya que no es la idea. Supongo que hasta ahora vengo bien. 


Finalizo por aquí. 
(Diálogos) 


SEÑOR PRESIDENTE.- Las campañas son campañas. Yo sé que se pueden pronunciar muchas cosas 
en campaña. Y las campañas no las hace el individuo sino cientos o miles de militantes. También 
cientos y miles de militantes acumulamos voluntades electorales para un proyecto político que es 
mucho más que el hecho de que alguien sea presidente -por más que lo incluya- haciendo planteos 
políticos en la campaña. Yo sé que junté votos y que cada vez que me preguntaron acerca del planteo 
de Vázquez en cuanto a la esencialidad dije que era una barbaridad pensar que íbamos a resolver el 
tema de la educación de esa manera. Pero también junté votos para Vázquez y tengo derecho a la 
divergencia. La historia nos enseñó que la pluralidad es una fortaleza y no me siento menos 
frenteamplista por tener esa diferencia. Milito en el Frente Amplio desde que tenía 13 años -ahora 
tengo 41- y creo que lo mejor para el Frente Amplio es sacar el decreto de esencialidad. Estoy 
convencido de que eso es lo mejor para el Frente Amplio y defiendo convicciones. Uno acá viene a decir 
lo que piensa y a defender convicciones. Las convicciones me han generado grandes dolores de cabeza 


y tan es así que ayer participé en la marcha de la mañana y en la de la tarde. Tengo a todos mis hijos en 
la escuela pública y cuando mi gurisa ocupó el Zorrilla fui a visitarla para ver cómo estaba la 
situación. Y si mañana la desalojan voy a estar en la puerta resistiendo el desalojo porque me parece 
una barbaridad. Lo haré sin ningún problema, como me ha tocado hacerlo en el pasado. 


En este caso se trata de mi compañero presidente por el que tengo un profundo respeto, pero eso no implica 
decir amén. Al contrario; me parece que la mejor forma de mostrar respeto es defender lo que uno piensa con 
la mayor fraternidad. 


Por otra parte, quienes están involucrados son mis compañeros. También tengo todo el derecho a polemizar 
con mis compañeros cuando entiendo que le erran. El problema es si polemizamos por las redes y no cuando 
vienen. Lacalle Pou publicó en Twitter: “Menos días de clase, menos educación. Década perdida”, 
“exagerada medida” de los sindicatos, se “empieza por la última alternativa”. Larrañaga expresó en Twitter: 
“Defender el derecho a la educación” y tras señalar la emergencia educativa sostuvo que “los gurises no 
pueden quedar rehenes de radicalismo”; “Entre el derecho a la educación de los más pobres y el derecho al 
reclamo, me quedo con el primero”. Esto quiere decir que hay libertad para opinar. Recién un diputado dijo 
que no somos quienes para opinar acerca de las medidas de los sindicatos, pero sí somos quienes. Salvo que 
algunos puedan opinar en las redes y acá no podamos opinar de frente y mano. Es más: yo prefiero toda la 
vida opinar de frente y mano acerca de lo que no comparto. Y no comparto que se defienda una medida 
educativa insultando a jerarcas; lo tengo que decir porque lo digo afuera y lo debo decir cuando vienen. Sé 
que no son quienes están acá los que insultaron, pero quiero decir que creo que no acumula para la defensa de 
una plataforma educativa tratar de traidor al primero que se cruce. Entonces, entiendo que tengo derecho, voy 
a defenderlo y no voy a permitir que se me cuestione ese derecho. De lo contrario, parece que algunos tienen 
derecho y otros no. Sería más cómodo decir que todo está bien pero yo creo que hay cosas que no están bien. 


Además, voy a suscribir el pronunciamiento de la comisión del día de hoy, no esperando que lleguen los 
ministros, haciendo una recomendación o solicitud; luego analizaremos la redacción -me generaré dolores de 
cabeza pero no me importa, ya que anteriormente me los he generado- eligiendo la menos agresiva porque 
también por eso pasa que se habilite una mesa de discusión que potencie el diálogo. Yo creo que es el decreto 
el que ha generado una debilidad enorme al Gobierno. Considero que el Frente Amplio tiene credenciales 
arriba de la mesa. Después podemos discutir -seguramente lo haremos en ocasión del presupuesto- lo que ha 
hecho por la educación pública en término de esfuerzos, y lo que está haciendo, porque la propuesta que se 
colocó arriba de la mesa implica un enorme esfuerzo. Después veremos si hay espacios para algo, pero 
implica un enorme esfuerzo. Yo me siento orgulloso de un esfuerzo que había que hacer, ya que había que 
conquistar una cuestión central de la campaña que se colocó en términos de 6% del producto que, además, 
fue un debate en la campaña en el que tuvimos las opiniones que tuvimos en cuanto a si había que establecer 
o no ese porcentaje o era demasiado lo que se le daría a la educación y los resultados pocos. Pero ese debate 
hoy no ayuda en nada a solucionar el conflicto educativo y lo que estamos buscando acá es ayudar a 
solucionarlo y no sacarnos las ganas de dar un debate que seguramente daremos en términos de oposición y 
Gobierno acerca del balance que hacemos de lo que ha sido uno y otro al frente de la educación. Eso es parte 
de la discusión política. 


Ahora, creo que la principal debilidad que tiene que abordar el Gobierno es la relativa a la educación. Estoy 
convencido de que es así. Esta semana, sin el decreto, el Gobierno tenía una fortaleza enorme por la 
propuesta hecha y porque, además, creo que se pueden encontrar otras redacciones para las cláusulas 10 y 11. 
Como decía el diputado Placeres y siempre hemos definido como comisión: si el ámbito de negociación está 
instalado y funciona, nosotros no nos metemos para nada. Siempre ha sido así. Pero si no funciona y vemos 
que podemos ayudar, tratamos de hacerlo. 


Yo he redactado cláusulas de paz -tal vez distintas, sin incluir lo relativo a la extinción automática- y no 
pienso que haya traicionado ningún interés. Solamente me comprometí a que si acordaba algo por 
determinado tiempo no tomaba medidas. A nadie se le cae un principio por eso o con una declaración que es 
casi de buenos deseos y aspira a mejorar la gestión. Yo no creo que ese sea un tema de principios, pero habrá 
que encontrar una redacción menos irritante y la analizaremos, pero no seremos nosotros, salvo que elijan 
que lo seamos. En principio, no seremos nosotros; será el ámbito que se instale y para que se instale parece 
sensato que el decreto se derogue, no que se elimine, ya que en términos jurídicos a veces le pifio. Creo que 
se debe buscar una redacción -por unanimidad o mayoría- que apunte a la convocatoria, al comunicado, al 
pronunciamiento, que acerque un granito de arena en el sentido de decir que queremos una salida, que 


después se construirá a la semana, a los dos o a los cinco días; ojalá cuanto antes para que se normalice la 
situación y se llegue a un acuerdo que mejore las circunstancias de los docentes, de la educación pública y 
demás. 


Nos parece que la flexibilidad no es una debilidad. Más de una vez me ha tocado levantar huelgas para 
sentarme a negociar y no me sentí débil. Yo no estoy recomendando una orientación. Cuando lo hice, no tuve 
inconvenientes; después tuve que volver a la huelga y volví. Pienso que desde el Gobierno es lo mismo: 
puede levantar el decreto de esencialidad para sentarse a negociar con un clima más civilizado, porque es 
imposible para cualquiera ofrecer una redacción de algo en medio de esta circunstancia, donde lo que está 
cuestionado es un derecho esencial. 


Repito que ayer fui a las dos marchas y algunos periodistas me preguntaron: “¿Está de los dos lados del 
mostrador?”. Y yo dije que no porque creo que en este caso hay un solo mostrador, ya que entiendo que mi 
fuerza política, por la que he militado toda mi vida, está del lado de la educación pública y entiendo que los 
gremios de docentes y la central de trabajadores están del lado de la defensa de la educación pública. En ese 
sentido no hay una lógica de contradicción de enemigos; no lo veo así. 


Se ha hablado de si esta decisión debilita o fortalece al Gobierno -que es una valoración que hay que hacer- y 
yo creo que en el mediano plazo, desde el momento en que se toma la decisión, en cada minuto posterior a la 
derogación del decreto el Gobierno se entra a fortalecer. Estoy convencido de eso. Creo que de aquí a una 
semana la postura del Gobierno se fortalece porque, además, es cierto que en la negociación hizo un esfuerzo 
importante para llegar a un acuerdo; el más importante hasta ahora en términos salariales para cualquier rama 
de actividad. Lo primero que hay que preguntarse es si esta decisión es justa o no -aunque me duela-, en 
términos axiológicos. Yo creo que es justa. Entonces, si es justa, aunque me duela y después me cascoteen y 
tengamos tiempo en el Parlamento para masticarnos las tripas, si es que debemos hacerlo -esas son las leyes 
de juego-, debemos decir que consideramos justa la derogación del decreto. Uno en esto se mueve por 
convicciones y no por cálculos. El día que me tenga que mover por cálculos me iré para otro lado en el que 
me permitan moverme por convicciones. Y como defendemos convicciones yo creo que en este caso hay un 
derecho irrenunciable y es el derecho de los trabajadores a manifestarse aunque lo hagan de forma 
equivocada. Yo puedo decir que esta medida es equivocada pero tienen todo el derecho a tomarla por más que 
lo sea. Después, quizás, puedo llegar a cuestionar la medida, o no lo haré porque, en realidad, a veces 
cuestionar ayuda a que se crispen más las circunstancias. En realidad, lo que estoy diciendo es que no creo 
que tengamos la autoridad -eso se dirimirá en términos jurídicos, pero en términos políticos no hay duda- de 
generar una condición de estas características en cuanto al conflicto, que lo único que hace en profundizar las 
dificultades para llegar a un acuerdo. 


Por lo tanto, suscribo el planteo que se hizo en forma general por parte de los compañeros y compañeras que 
nos visitan el día de hoy. Sin duda, sé que tomaron una decisión, y la respetamos, y por ello quiero decir que 
no hicimos referencia a la negociación porque pretendamos negociar algo; en realidad, respetamos la 
decisión tomada, considerando que con estas circunstancias no se puede llevar a cabo ninguna negociación. 
Eso está bien; es una decisión legítima y, en todo caso, lo único que se va a negociar es la derogación del 
decreto. Creo que está muy bien que esa sea la prioridad de la negociación, y aquí, en general, respetamos la 
posición de la CSEU en esa dirección. Por lo tanto, lo que puede hacer la comisión para ayudar en ese 
sentido, es citar al ámbito natural de negociación, ya que este no lo es; de todos modos, si se cierran esas 
puertas estas están abiertas. 


SEÑORA BIANCHI POLI (Graciela).- En primer lugar, quisiera decir que somos tan libre pensadores 
que para venir aquí ni siquiera hablé con Luis Lacalle Pou, porque yo hago lo que quiero, y por eso 
estoy en el grupo que estoy. 


Por otra parte, si bien el senador Lacalle Pou puso todas esas cosas en las redes sociales, también fue uno de 
los primeros que twitteó que cuestionaba el decreto de esencialidad; lo declaró y lo peleó en el Partido -todo 
el mundo sabe que hubo algunos chisporroteos- y por ello el Partido Nacional sacó una declaración. Quería 
que eso quedara claro. 


Por otro lado, también quiero decir que lo que importa es la lealtad con la que se trabaja políticamente, y es 
lo que nos tiene que unir. En lo personal, si tengo que dejar las convicciones, me voy a otro lado; creo que en 
esto estamos de acuerdo. 


Por otra parte, anteriormente hice referencia a las cláusulas 10 y 11, y en ese sentido quisiera decir que sé lo 
que es una cláusula de paz y que estoy totalmente de acuerdo con que no se nos tiene que caer ningún anillo 
por firmarla. Además, los que somos educadores y venimos luchando desde hace muchos años por la 
educación pública -cada uno como puede- sabemos lo que significa -lo digo para que quede claro, porque de 
lo contrario puede parecer que no estoy de acuerdo con la cláusula de paz, y no es así- que se diga que las 
propuestas alcanzadas incluyen indicadores y metas; nosotros sabemos lo que eso quiere decir, aunque no 
vamos a aburrir a la gente con cosas profesionales nuestras. 


Con respecto a lo que señaló el señor diputado Amado -de paso le contesto; esto ya lo aclaró el señor 
diputado Abdala, pero quisiera reafirmarlo- quisiera decir que en este momento estamos discutiendo sobre el 
decreto de esencialidad, tanto el oficialismo como la oposición, y por eso estoy totalmente de acuerdo con lo 
manifestado por parte de los representantes del oficialismo. De todos modos, lo que está en juego es otra 
cosa; no es si Vázquez se fortalece o se debilita, sino destrabar la situación, porque a todos nos importa que 
los chiquilines se estén quedando sin clases. Por supuesto, estoy hablando de los más vulnerables, de los que 
reciben educación pública, y ese es el problema. 


Por último, quiero decir que moriré defendiendo a la educación pública; por supuesto, no estoy en contra de 
la educación privada, pero la educación pública es la única que asegura el principio de igualdad, y por eso 
tenemos tantos pareceres. Además, si la educación pública es de mala calidad, la educación privada no tiene 
con qué competir y, en consecuencia, cae toda la educación. 


Eso es lo que quería aclarar al señor diputado Amado; en realidad, yo no digo que esto es solo un tema de 
plata, lo que digo es que si no pagamos muy bien, no solo tendremos malos profesionales, sino que, además, 
nos quedaremos sin profesionales de la educación, que es un tema que ya está planteado. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Quisiera aclarar que no hice ninguna crítica, solo dije que no es cierto que no 
opinemos; en realidad, opinamos de todo, y está bien que lo hagamos, porque no puede haber temas 
tabú. Además, lo que me parece más sensato es que opinemos francamente, sobre todo cuando vienen 
representantes de la CSEU. 


Entonces, como se dijo que no somos quien para opinar sobre lo que definen los sindicato, quiero decir que 
eso no es cierto, ya que todos opinamos, en algunas ocasiones a favor y en otras en contra. En lo personal, me 
ha tocado mucho más opinar a favor, pero cuando tengo divergencias con respecto a algo, me siento con 
derecho a plantearlas con claridad. 


SEÑOR RODRÍGUEZ SERVETTO (Nelson).- En primer lugar, quiero decir que debo haberme 
expresado mal; si así fue y herí la sensibilidad del señor presidente o de alguno de los colegas, pido las 
disculpas correspondientes. En realidad, está lejos de mi pensamiento decir que no podemos Opinar. 


Como dije, seguramente me expresé mal -eso debe figurar en la versión taquigráfica- y por ello pido las 
disculpas del caso. ¡Cómo no vamos a poder opinar si, precisamente, se está coartando uno de los derechos 
fundamentales, que es el derecho a la expresión! 


Además, tal como manifestaron todos los señores diputados que hicieron uso de la palabra, tenemos que 
llevar a cabo una acción. En mi intervención anterior propuse convocar a la señora ministra de Educación y 
Cultura y al señor ministro de Trabajo y Seguridad Social, pero el señor diputado Placeres planteó una 
solución que me parece muy acertada y, en lo personal -no puedo comprometer a mi Partido- estoy dispuesto 
a votarla, a suscribirla y a acompañarla, ya que creo que es lo que vinieron a buscar los delegados de los 
gremios de la educación. Sin duda, vinieron a buscar una respuesta clara y concreta, y si esta comisión está 
de acuerdo con enviar una resolución, una minuta o una aspiración -como se la quiera llamar- tendiente a que 
se derogue el decreto de esencialidad, indudablemente, sería lo ideal. En realidad, históricamente todos los 
que estamos aquí vivimos situaciones que nos llevaron a estar de acuerdo, más allá de la bandera política que 
tuviéramos colgada en nuestras casas o lleváramos puesta en el corazón, y la defensa de las libertades es una 
ellas 


Vuelvo a pedir disculpas si en algún momento se entendió que dije que no podía opinar; tal vez me expresé 
mal, pero no quiero seguir hablando de eso porque no quiero agrandar la equivocación. 


Por otro lado, comparto lo que se dijo en cuanto a que hoy todos estamos del mismo lado del mostrador. En 
lo personal, podré no haber participado de las marchas -creo que en Maldonado no se realizaron, y si fue así 
no fui- pero, como dije, creo que todos estamos del mismo lado del mostrador, porque todos estamos 
defendiendo lo mismo. Por eso no creo que haya ganancias político- partidarias, ya que aquí ganamos todos. 
No podemos decir que se debilita el presidente de la República y el Poder Ejecutivo, o se fortalece el 
sindicato; en realidad, creo que llevando adelante la propuesta realizada por el señor diputado Placeres se 
fortalece la democracia. Estoy totalmente de acuerdo con eso, y ojalá en el día de hoy podamos sacar esa 
resolución, firmarla y darla a conocer; ojalá sirva para que se instale rápidamente la mesa de negociación y se 
continúe hablando de las cosas que necesitamos que se hable, porque lo que queremos todos -ahora voy a 
opinar y por eso digo que me equivoqué anteriormente-, lo que quiere el vecino y la gente es que esto se 
solucione para que continúen las clases. Es indudable que todos queremos eso, pero el decreto de 
esencialidad debe ser derogado inmediatamente. 


Vuelvo a pedir disculpas, y no se me cae ninguna prenda por hacerlo; en realidad, me equivoqué, pero nunca 
jamás voy a cuestionar el derecho que tenemos todos a opinar. 


Reitero que estoy totalmente de acuerdo con el señor diputado Placeres. Si es voluntad de esta comisión 
emitir hoy una resolución, estoy dispuesto a firmarla. Y no consulté al senador Lacalle Pou. Yo actúo de 
acuerdo con mis convicciones. Si en algún momento, desde mi partido político se cuestionan mis 
convicciones, tendré que ver cuál es la situación y cómo la encaro, pero nosotros tenemos la posibilidad de 
discrepar, discutir y tener posiciones diferentes en todos los temas. 


SEÑOR ABDALA (Pablo).- Quiero disculparme con los dirigentes de los sindicatos de la educación 
presentes porque debo retirarme para atender una situación personal de cierta urgencia y no sé si 
podré volver a integrarme a esta sesión. 


Les agradezco mucho porque han tenido la paciencia de dedicarles todo este tiempo al Parlamento; por 
supuesto, el Parlamento lo merece, pero no está de más valorarlo, porque sé que están viviendo días 
particularmente complejos y, por qué no decirlo, angustiantes desde todo punto de vista. 


Ha quedado claro que el partido está dispuesto a acompañar un pronunciamiento de la comisión de 
Legislación del Trabajo del tenor que se ha planteado. Me parece que será tanto más rotundo y contundente 
cuanto más económico sea el uso de las palabras y eficaz sea la redacción. 


Vamos a insistir en lo que han planteado los compañeros. El diputado Ezquerra hizo llegar en su momento 
una solicitud para convocar al ministro de Trabajo y Seguridad Social. Los demás compañeros han reiterado 
la necesidad de que esa convocatoria se concrete y de que se incorpore también la convocatoria a la ministra 
de Educación y Cultura, porque este es un tema sobre el cual hay que hablar con el Poder Ejecutivo. 


Como el presidente recordará, el ministro Murro se comprometió a asistir en forma bimensual a esta 
Comisión. En lo que va del Gobierno -no es una crítica; es una constatación- compareció en una oportunidad, 
el día 28 de abril. De manera que ya es tiempo de que venga nuevamente y me parece que las circunstancias 
refuerzan esa necesidad. 


Gracias y disculpas. 


SEÑOR PLACERES (Daniel).- Ni la libertad, ni la pluralidad ni la diversidad son negociables en un 
ámbito democrático, como el del Uruguay. En el marco de esos tres ejes, buscar acercamientos que nos 
permitan lograr la convivencia social en forma pacífica y democrática nos permite abrir puertas y 
ventanas. Eso es lo que quería decir. Acá no estoy bajando ningún planteo de lucha reivindicativa ni 
nada; mi planteo no está en ese marco ni en ese ámbito; la idea es lograr lo que vienen a buscar los 
trabajadores de la educación. Comparto que no es una debilidad del Gobierno; todo lo contrario, es un 
fortalecimiento del valor democrático, porque uno se puede equivocar y reconocerlo está bien. Lo malo 
sería no reconocerlo, máxime cuando hay varias opiniones que claman porque se instale la negociación 
definitiva y se retire este obstáculo que genera el decreto para fomentar la negociación rápidamente. 


Me parece bien sacar una declaración en conjunto. Eso le da un valor muy importante a la democracia, 
porque esta no es una Comisión cualquiera, es la Comisión de Legislación del Trabajo. En este momento 


muchos ciudadanos y ciudadanas esperan alguna respuesta de alguien. Me parece que ayuda dar esta señal 
desde el Poder Legislativo. Creo que el presidente lo va a tomar con ese sentido, porque las veces que lo 
hemos hablado, lo ha planteado: libertad no significa obsecuencia. Creo que el Poder Legislativo tiene 
libertad para trabajar estos temas de forma muy amplia. En el Parlamento ya hemos trabajado otros temas y 
se ha llegado a acuerdos, a consensos, que nos han permitido avanzar. 


Me parece importante que el presidente de la Comisión, además de elevar esta declaración al Poder 
Ejecutivo, pueda comunicar a los medios de prensa que la comisión de Legislación del Trabajo, integrada por 
todos los sectores, solicita al Poder Ejecutivo retirar el decreto de esencialidad a fin de dar continuidad a una 
mesa de negociación que concluya los acuerdos necesarios para restablecer rápidamente las clases. 


SEÑOR AMADO (Fernando).- Quiero hacer algunos comentarios. 


Sobrevuela el hecho del fortalecimiento o no de la democracia. Creo que la democracia está muy fuerte. 
Felizmente, está muy fuerte. No veo ningún tipo de mella en la democracia en la actualidad. No siento que 
haya ninguna alerta desde el punto de vista no democrático. Si bien la situación genera mucha tensión 
pública, una situación de preocupación, de sensibilidad, esto es inherente a un sistema que se precie de 
democrático. El conflicto, la movilización, todas las cosas que en realidad muchas veces se utilizan por 
algunos para señalar que se está en una situación anómala, por lo menos yo lo entiendo como parte natural de 
lo que es el ejercicio democrático. 


En el mismo sentido, y apelando a la memoria de los últimos días, ha habido algo que evidentemente ha 
teñido la medida que adoptó el Gobierno, el decreto firmado por el ministro Murro. Me refiero a que se ha 
hecho mención a las fechas de otras leyes o decretos ley con las que se lo compara. Felizmente, no es una 
etapa del país que yo haya vivido; soy un beneficiado y agradecido de haber nacido en 1982 y, por ende, de 
haberme formado, desde que tengo uso de razón, en democracia. En estos últimos días ha habido calificativos 
fuertes, duros, pero yo no creo que estemos en una situación que tenga ninguna posible comparación con 
otras épocas del Uruguay, como cuando salió la ley del 68 o la otra, ni qué hablar. No creo que haya una 
situación similar, ni con trazos siquiera muy tenues de nada de eso. Me parece importante tener presente esto 
porque en estos días se ha invocado muchas veces la etiqueta de Pacheco y del 68. Yo no siento -de verdad lo 
digo- que haya ni una situación país similar, porque acá hay libertad de expresión, libertad de prensa, libertad 
de opinión, libertad de manifestación, está funcionando el Parlamento, todo el mundo dice lo que quiere, no 
hay presos políticos. Hay una situación que no tiene nada que ver. Me parece que es como descontextualizar 
forzadamente una situación para poner un mote o una etiqueta a algo que siento que no tiene nada que ver. 


Por otro lado, siento que hay una realidad que marca que estas comparaciones no resisten el sentido común. 
Lo digo porque en todo este debate, no solo acá, sino sobre todo en lo que se ha dado en estos últimos días, 
hay como una especie de duda democrática, como si estuviéramos en una crisis institucional, y yo no siento 
que estemos en una crisis institucional; lo digo con total honestidad. Me parece que es absolutamente 
exagerado, por no decir surrealista plantear ese tipo de visión, a mi entender, totalmente alejada de la 
realidad. 


Lo otro que me parece importante decir es que en mi peripecia política hay una cantidad de cosas que hablan 
por sí solas en cuanto a que, a mi entender, la pluralidad es lo más grande que hay y la diversidad de los 
partidos es fundamental; en ningún momento lo puse en duda; su ausencia es algo que he sufrido bastante en 
mi peripecia personal. Digo esto porque se hizo mención al respecto y me parece importante dejar sentado 
con claridad lo que siento, lo que pienso, lo que he vivido y lo que defiendo. Defiendo, sí, diversidad y 
pluralidad. 


Por otra parte, acá se hizo mención a la posición de algunos líderes de la oposición. Hubo un posicionamiento 


muy claro del doctor Larrañaga a favor del decreto de esencialidad. Digo esto para señalar que no todo el 
arco opositor... 


SEÑORA BIANCHI POLI (Graciela).- A través de la declaración hablan todos los líderes del Partido 
Nacional. 


SEÑOR AMADO (Fernando).- Le agradezco la interrupción. 


(Diálogos) 


SEÑOR PRESIDENTE.- Pido disculpas al diputado Amado por no haberlo amparado en el uso de la 
palabra. 


SEÑOR AMADO (Fernando).- Lo disculpo porque sé que usted maneja siempre con ecuanimidad la 
Mesa y la comisión. 


Respeto lo que la señora diputada Bianchi pueda creer que hay que sacar en este caso, pero yo quizás creo 
algo diferente, y eso es lo más normal del mundo. Estoy a favor de la esencialidad decretada por el doctor 
Vázquez; lo he dicho con claridad en más de una oportunidad, porque no soy incoherente con lo que ha sido 
la prédica de mi partido político, me hago cargo de ello; aunque también puedo hablar y opinar de los demás 
partidos que también actuaron de esa manera, porque actuaron de esa manera durante diez años y hoy, en una 
pirueta copernicana, se han transformado en los defensores más acérrimos del sindicalismo y de una cantidad 
de cosas, cuando no lo fueron. Yo no voy a decir si eso es verdad o no; supongo que sí, y que lo harán con la 
mejor buena voluntad; simplemente menciono los hechos que ocurrieron en diez años y lo que sucede hoy 
ante una situación de dificultad. Yo no sabía que había tanta gente tan defensora de causas que durante 
muchos años no se las escuchó. Ese es un dato de la realidad. Y no creo que se pueda ofender nadie por eso, 
porque es objetivo. 


SEÑOR OLIVERA (José).- Me parece bueno, sano y natural que se intercambie en base a 
convicciones. Esto es lo fundamental y es una fortaleza muy grande de la democracia uruguaya. 


Yo sí nací en 1973 y viví como estudiante de primaria el terrorismo de Estado -en eso tenemos alguna 
diferencia con algún diputado-, y estamos en un momento tan complejo que, objetivamente, no tiene punto de 
comparación, pero siempre los instrumentos jurídicos reflejan un momento histórico. Siempre. Y construir 
democracia desde la perspectiva de la clase trabajadora es tener memoria. No podemos construir futuro si no 
ubicamos algunos instrumentos en los contextos históricos concretos. Y esto es lo que ha llevado no a poner 
un mote, sino a nombrar un dato objetivo de la realidad. Mañana, cuando tenga que dar una clase de historia 
y explicar en qué se fundamenta el decreto de esencialidad voy a tener que hacer referencia a estas dos leyes 
y tendré que situarlas en el contexto histórico en el cual surgieron. Esto es así. Si no, no construimos 
democracia. 


Ahora, ¿cuál es el problema que estamos discutiendo acá? No quiero generar polémica, pero en la mañana de 
hoy, el compañero Pereira -también amigo-, presidente de la central de trabajadores, dijo en un medio de 
comunicación que la discusión hoy es si Uruguay debe seguir siendo democrático. Y esto no lo está diciendo 
un loquito suelto radical. Me parece que esta es la cuestión central y el Parlamento no puede mirar para el 
costado. Lo que venimos a plantear acá es que hay una declaración de esencialidad que atenta contra una de 
las libertades colectivas e individuales, que es el ejercicio del derecho de huelga. Esta es la cuestión central. 
Y como ha dicho el propio compañero en algunos debates -porque además esta es la posición de la central-, si 
dejamos pasar esta, después pasa un transatlántico. Y este es el problema que el Parlamento debe asumir. 


No voy a entrar en la discusión de que los trabajadores no tenemos que tener actividad política partidaria: no 
construiríamos democracia. Yo vengo de una familia de padre y madre de tradición batllista, “de Luisito”, 
como me decían siempre. Yo soy marxiano, pero con esto. Ahora, lo que hago como ciudadano de esta 
república en el marco democrático no es lo que voy a poner en discusión acá. Yo vengo acá a plantear y a 
representar a un conjunto de trabajadores que ven vulnerado un derecho humano y fundamental, como es el 
pleno ejercicio de la libertad sindical. Y aunque me parece que en esta comisión no amerita mucha 
explicación, reitero que no hay libertad sindical si no hay un pleno ejercicio de la actividad y la organización 
sindicales; no hay libertad sindical si no hay derecho y ejercicio pleno de la negociación colectiva; no hay 
libertad sindical si no hay pleno ejercicio del derecho de huelga. Esta declaración del ministerio atenta contra 
uno de esos componentes, que es el derecho de huelga. Y quiero ser muy claro en que no fuimos los 
trabajadores los que dijimos: “No vamos a negociar más y a partir de ahora solamente nos vamos a 
movilizar”, porque es impensable. 


Insisto en esta cuestión: ¿una democracia se fortalece si hay un instrumento de gobierno, llámese decreto o 
declaración, que se funda en cosas que no son ciertas? ¿Puede un Parlamento admitir que un decreto de 


esencialidad se funde diciendo que hay negociación colectiva en el sector de la educación desde el 20 de 
marzo? Es una pregunta que dejo planteada; no quiero respuesta. 


Entonces, la convicción de algunos de nosotros, particularmente de nuestro compañero presidente de la 
central de que si dejamos pasar esta después pasa un transatlántico, es fundada. Porque si el Estado, la 
persona pública mayor, tiene actos de gobierno que se fundan en cosas que no son ciertas, todos tenemos un 
problema. Y es de público conocimiento cuándo se comenzó el proceso de negociación en el ámbito de la 
educación. Es decir, no estamos inventando nada; se puede verificar lo que digo en las actas del Ministerio de 
Trabajo y Seguridad Social o en la propia prensa. 


Entonces, el problema es otro. Después discuto con mucho gusto las cláusulas, el convenio, lo que sea, si es 
cinco, seis o dos, pero el asunto es otro, y lo queremos plantear con la mayor responsabilidad y cuidado. Esto 
está pasando, y esa es la realidad. 


Por otra parte, el señor diputado Abdala ahora no está presente pero formuló algunas preguntas, y queremos 
hacer dos o tres puntualizaciones fundamentales 


En primer lugar, la posibilidad de sancionar existe; no sabemos cuáles serán las sanciones. Esto se planteó; en 
el día de ayer, en algún momento, el Poder Ejecutivo planteó dejar en suspenso la aplicación de sanciones 
como consecuencia del cumplimiento del decreto de esencialidad. 


En segundo término, es cierto que no tengo elementos para atribuir intencionalidades, pero algunos planteos 
públicos preocupan. Creo que el 25 de agosto el presidente de la República cometió un error gravísimo al 
afirmar que el presidente de la central de trabajadores había llegado a un acuerdo. Creo que fue mal 
informado; en ese caso, no puedo atribuir intencionalidad. 


Es cierto que hubo otras declaraciones de otros jerarcas de Gobierno que tampoco contribuyeron, 
particularmente de la ministra de Educación y Cultura; a mí no me duelen prendas, porque llevo doce años 
como dirigente sindical, cada período ratificado por decisión del Congreso, y el día que los afiliados no me 
ratifiquen en mi cargo seguiré militando en el sindicato desde otro lugar. Esto no es una cuestión de 
principios. No obstante, me creo representativo, que no es ser dueño de la verdad, y acá hay una confusión 
muy importante. Muchas veces hemos defendido convicciones, y hemos convencido, nos han convencido o 
no hemos convencido a nadie; esto forma parte de la vida democrática. Lo que no se puede admitir es que un 
gobernante le diga a un dirigente sindical qué tiene que hacer; eso es distinto. Por ejemplo, mi Federación 
votó un paro de cuarenta y ocho horas para el 12 y el 13, porque el Gobierno dilataba la convocatoria a los 
ámbitos de la negociación, y así lo dijimos públicamente. Sin embargo, cuando el 7 de agosto el Poder 
Ejecutivo presentó los lineamientos para la negociación colectiva del sector público en lo referente a salarios 
planteamos que había que posponer el paro votado porque se abría la negociación, y así lo hicimos y no 
convocamos a asamblea. Lo hicimos en el ámbito de la dirección, asumiendo responsabilidades políticas. Es 
decir, no vamos a entrar en ciertas provocaciones. 


Por otra parte, entendíamos que algunas cuestiones se iban a plantear en el marco de la negociación colectiva; 
ante una propuesta inicial, puede haber contrapropuestas, y es bueno que así sea. No hay negociación 
colectiva sin contrapropuesta; eso es parte de la lógica de la negociación, y quien no lo entienda no sabe qué 
es un ámbito de negociación colectiva. Reitero que no fuimos los trabajadores quienes nos negamos a 
negociar, pero claro, el eje de la discusión ahora es otro, y no lo establecimos los trabajadores, sino el Poder 
Ejecutivo. 


Asimismo, debe quedar claro -y tomo nota de lo que se planteó acá- que no fueron los sindicatos los que 
convocaron a concentrarse el lunes 24, en horas de la tarde, en la Torre Ejecutiva donde hubo, según algunos, 
cientos o miles de trabajadores; tampoco sugirieron que un grupo de trabajadores entrara al Ministerio de 
Trabajo y Seguridad Social para insultar a algún jerarca. Se me podría decir que eran trabajadores; sí, pero es 
la reacción al decreto. Es decir, es un estado de indignación que nos pasó por arriba, que no responde a una 
concepción política ni a una orientación político sindical, sino a una expresión espontánea. Ahora es muy 
fácil convocar por las redes sociales y demás, pero esto no tiene nada que ver, porque mientras esto sucedía 
en la calle, los sindicatos estábamos reunidos discutiendo cómo encauzar esta situación. 


También comparto que no es a través del insulto que se resuelven los problemas; eso está fuera de discusión. 
Sin embargo, lo que se vivió el lunes, reitero, no lo convocaron los sindicatos. 


Esto generó consecuencias, y acá tengo una diferencia importante con aquellos que sostienen que la ley de 
educación del primer gobierno de Vázquez le dio participación a los sindicatos de la educación. No es así. La 
ley establece que el orden docente elegirá, además, a los organismos de la educación. Claro, hubo una 
elección democrática -y no hay que olvidarse de este aspecto-, con todas las garantías, donde la Corte 
Electoral, fiel a los principios democráticos y electorales de este país, instruyó una elección donde 
efectivamente la central de trabajadores presentó sus candidatos y compitió con otros. El resultado lo dio la 
urna, y nadie va a discutir los resultados de las urnas; de esto todos estamos convencidos. 


Es cierto que los tiempos se agotan y sin perder de vista que al 31 de agosto no tenemos mucho margen -en el 
marco del plazo que tienen el Poder Ejecutivo y los organismos de la educación para presentar el Presupuesto 
al Parlamento-, si efectivamente queremos reencauzar esta negociación. Hay que decir con total sinceridad y 
responsabilidad que hoy en vastos sectores de trabajadores de la educación empieza a ganar terrero la idea de 
que toda esta situación tal vez sea una cortina de humo para no negociar nada con los trabajadores y que el 31 
de agosto se envíe un Presupuesto al Parlamento del que no conocemos nada. Esto debe quedar claro. 


Ayer el Gobierno se comprometió a presentar el proyecto de Presupuesto al Consejo Superior de Negociación 
Colectiva del Sector Público, pero hay que hacer memoria: estamos ante la misma situación que en el 2010, 
cuando el contenido del proyecto de Presupuesto que se enviara al Parlamento nunca fue discutido con los 
trabajadores, lo que motivó en su momento que el PIT CNT presentara una queja ante la OIT, que terminó 
recomendando al Estado uruguayo que cumpliera la ley, porque si bien son bienvenidos los instrumentos 
jurídicos -reconocemos que hubo un avance importante-, si no se aplican, no tienen sentido. 


Ayer la delegación del Poder Ejecutivo se comprometió a enviarnos -no sabemos cuándo- el proyecto de 
Presupuesto que se entregará al Parlamento. Es decir que una vez más -especialmente en este punto- estamos 
ante la misma situación. 


No nos duelen prendas, y así lo hemos reconocido. Lo que figura en la página de la ANEP es un trabajo 
conjunto entre la Administración y los trabajadores. La señora diputada Bianchi lo conoce bien porque lo 
empezamos a hacer hace varios años, cuando todavía formaba parte del Codicén de la ANEP. Esta comisión 
bipartita analizó la evolución salarial de todos los sectores de trabajadores dentro de la Administración 
Nacional de Educación Pública. En el año 2005 teníamos un nivel salarial en el subsuelo de los subsuelos y 
un conjunto de inequidades salariales, producto de un proceso de desregulación laboral dentro del sistema, y 
esto también hay que situarlo históricamente. Tengo esa dificultad: debo situar todo históricamente, y sé que 
esto puede doler a algunos; inclusive sé que en el Gobierno hay gente que se molesta cuando decimos que los 
compromisos de gestión son instrumentos que se comenzaron a aplicar en un momento determinado. Algunos 
les llamarán neoliberalismo y otros de otra forma, pero esto apareció a partir de los años noventa; esto es así. 
Algunos le llamarán neoliberalismo y otros de otra forma, pero esto apareció a partir de los años noventa. 
Esto es así. Es más: hay sindicatos de la actividad pública que, cuando no había negociación colectiva, tenían 
convenios firmados con compromisos de gestión. Hay que hacer un poco de historia en este aspecto. 


Ahora, creo que no se hace bien cuando se informa de porcentajes de aumentos reales, que son ciertos, que 
existieron, pero que no se dice el número correcto, porque yo no compro la leche ni el pan con porcentajes, 
así como tampoco pago el alquiler con ellos. 


También debo explicar cómo es posible que un maestro o un profesor vivan con $ 17.000, porque este es el 
salario básico de ingreso, y tenemos muchos compañeros que cobran eso. 


Entre otras cosas, hace muchos años -por no decir décadas- que las administraciones de educación no han 
tomado una sola acción afirmativa en cuanto a analizar, con mucho detenimiento, su población trabajadora, 
porque hace cuarenta años el sueldo de un maestro o de una profesora era un salario subsidiario, 
complementario. Hoy, la composición que tenemos en magisterio ha cambiado; los datos nos muestran que el 
73% son mujeres, muchas de ellas, jefas de hogar y representan el principal ingreso en los hogares. No 
vamos a ser deshonestos desde el punto de vista intelectual ni político de decir que acá no ha pasado nada: ha 
pasado. También tenemos que decir que ha sido netamente insuficiente, porque en este mismo estudio se deja 
demostrado -entre la Administración y los trabajadores- que una cosa fue el período 2005- 2010 y otra muy 
distinta el período 2010- 2015. Con los mismos números que se difundieron, podemos construir fotografías 
distintas. 


Cuando se dijo que el salario aumentó un 64%, es cierto; efectivamente, aumentó un 64% en términos reales. 
Ahora, si no digo cuál era el piso del cual partíamos, me puedo quedar con la idea de que estamos teniendo 
salarios de $ 40.000 ó $ 50.000, que es un poco lo que confunde, a partir de algunos planteos que se han 
formulado en estos días, que son salarios que se perciben al final de la carrera, cuando hay aumentos por 
compensaciones -que van del 20%, al 10% y al 5%- o cuando hay doble turno 


Fíjense los señores diputados que en este país se definió, en determinado momento, que había que ir a 
escuelas de tiempo completo. Creo que esto hoy lo compartimos casi todos y hasta se ha hecho un esfuerzo al 
respecto. Ahora, la instalación de esa política se hizo a costa de los trabajadores. El Estado define una política 
pública a costa de los trabajadores, porque se pagó a ese trabajador, por sus primeras veinte horas, un salario 
y, por las segundas veinte horas, un salario menor. Esto no ocurre en el mundo del trabajo real. Cuando se 
extiende la jornada laboral se paga hora extra. Acá ni siquiera estamos planteando eso; estamos planteando 
que se pague lo que se debe pagar. Hay trabajadores que trabajan treinta y tres horas semanales y se les paga 
por treinta horas. Esto pasa desde los años ochenta, desde la reinstalación democrática. 


Otra cosa que quiero decir -que daría parar discutir extensamente y que sería bueno, más adelante, agendar 
una sesión para discutir sobre estas cuestiones- es que no hay un solo aumento del año 2005 para acá en 
materia salarial -a excepción del aumento del año 2010- en el que los trabajadores no hayamos aceptado 
atacar estas inequidades, porque las asumimos como parte de un problema a atacar. No hay un solo aumento 
lineal, salvo el del año 2010. Todos los aumentos se dieron de carácter general, pero también corrigiendo 
estas inequidades, que no las creamos los trabajadores, pero estamos convencidos del principio de que a igual 
tarea, igual remuneración. 


Agradezco a la comisión que nos haya recibido. Para nosotros sería importante que hubiera un 
pronunciamiento de este espacio parlamentario. Obviamente, no les diremos qué hacer, pero dejamos 
planteado como necesidad -todos lo saben, porque todos hacen política, que el factor tiempo es determinante. 


SEÑOR EZQUERRA ALONSO (Wilson).- Creo que lo que a veces entorpece entre nosotros -lo hemos 
visto ahora- y tenemos que empezar a evitar en el dialecto, es mirar hacia atrás. No importa lo que se 
hizo en 1970, 1980, 1990 o en el año 2000; si hay cosas que están mal, las tenemos que corregir. Si 
siempre miramos para atrás, tropezamos para adelante. 


Muchas veces me dicen fechas, pero yo nací en 1979, así que hay muchas cosas que no sé. Creo que cuando 
vemos la realidad tenemos que mirarla más allá de en qué época fue. Pongámonos las pilas para corregir lo 
que está mal y hagámoslo entre todos. Dialoguemos y veamos qué hay que mejorar y qué hay que corregir. 
Hay gente a la que no voté ni defendí. Además, muchas veces en los marcos históricos cambia la realidad y 
los pensamientos de la gente. Por suerte, porque si no seguiríamos viviendo en el 1900, con los mismos 
principios de aquel entonces, pero la sociedad también evoluciona. 


Uno se interioriza de las bases de cada lugar para poder corregir, pero creo que hay que ir para adelante, 
porque si no siempre seguimos mirando para atrás. 


SEÑOR LAFLUF HEBEICH (Omar).- En primer término, quiero pedir disculpas por llegar tarde, 
pero vengo de mi pueblo, de reunirme con los trabajadores de la educación, principalmente con los 
maestros, quienes me mandan un mensaje claro: están aterrados por las consecuencias que pueda 
tener este tema, a pesar de que ayer se dijo que no iban a tener sanciones. Les quiero trasmitir que 
realmente hay una sensación de temor. 


En segundo lugar, a mí sí me comprenden las generales de la ley de defensa de la educación, porque durante 
diez años, en la intendencia de Río Negro, defendí a muerte a la escuela, especialmente, a la escuela rural. 
Río Negro debe ser de los pocos departamentos que tiene un ómnibus que los lunes distribuye a los cuarenta 
y dos maestros en las cuarenta y dos escuelas rurales que tenemos, y los viernes pasa a recogerlos para 
llevarlos con sus familias. 


Varias veces me han escuchado hablar en la Cámara de lo que es la maestra, y digo maestra, porque la 
mayoría son mujeres. 


Recién escuchaba hablar del horario. Un día van y encuentran a la maestra dando clases a cinco niveles 
diferentes, en un mismo pizarrón, partido en cinco partes y, encima, se dan algún tiempito para enseñarles 
inglés. Otro día van y se encuentran con que no fue la auxiliar de servicio -la mayoría de las escuelas no 
tiene-, por lo que la maestra está cocinando, y otro día van y está carpiendo. Entonces, soy un defensor a 
muerte de la educación pública en todos los aspectos. Soy un agradecido a mi país que me dio la formación 
universitaria y digo que habemos muchos profesionales en el mundo, pero vocacionales como los maestros, 
no hay otros. 


En tercer término, quiero decir que me vieron dar la lucha en la Cámara por el impuesto a primaria. Lo tengo 
que decir: nos quedamos embuchados, porque planteamos un artículo aditivo para que no se exonerara del 
pago del impuesto a primaria a 1.000.000 de hectáreas forestadas. Me pueden decir que es poca plata, pero se 
perdió ese dinero que iba a la educación. No tenía sentido que las áreas forestales no pagaran. Tenían que 
pagar, y son $ 42.000.000, que me pueden decir que es poca plata, pero también, como dije en la Cámara, a 
veces le hemos perdido el respeto a la plata, porque podría haber ayudado en algo. 


Simplemente, como legislador nuevo quiero decir que he recibido muchos comentarios de mi partido en el 
sentido de: “¡Dejen que se arreglen como puedan! ¡Es un problema de ellos!”. Pero con Wilson Ferreira 
aprendimos que acá no hay que manejar cuotas políticas sino encontrar una solución, y a partir de ahí, 
empujar todos. ¿Que no todos estarán de acuerdo? ¡Por supuesto! Pero hay que tratar de ver la forma, porque 
los niños tienen que estudiar y los maestros tienen derecho a protestar, y esa contradicción está calando en la 
gente. Entonces, hay que salir de este tema lo más rápidamente posible. 


Por otro lado, con el decreto de esencialidad quizás se perdió la discusión que realmente se tiene que dar: los 
recursos que se precisan para la educación. 


Por lo tanto, hay que salir rápido de esto para comenzar a trabajar en el otro tema. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Quiero redondear las ideas para construir, con el más amplio consenso 
posible -está claro no es obligatorio-, una recomendación de derogación del decreto para mejorar las 
circunstancias de la negociación colectiva. Y si con esa decisión algunos pagamos precios políticas, está 
claro que el más alto lo pagaremos los legisladores del gobierno. 


Independientemente de eso, hay varias cosas a definir. En primer lugar, la comisión debe definir la 
convocatoria a los ministros de Educación y Cultura y de Trabajo y Seguridad Social. Sin perjuicio de ello, la 
comisión debería colaborar sin estorbar la negociación que seguramente se instalará; es decir, manejando los 
tiempos y estableciendo la prioridad de alcanzar un acuerdo. Tenemos que manejarnos con esa flexibilidad en 
el sentido de que después habrá tiempo para hacer un balance político en el que discutiremos qué hacer con la 
educación. Podemos discutir horas. Sé que una maestra hace diez años ganaba $ 5.000. Entonces, 
debatiremos con fervor nuestra postura respecto a la educación en todos los términos posibles. ¡Ojala que en 
ese debate todos nos saquemos lascas! ¡Es así! Pero también lleguemos a alguna síntesis de lo que en 
conjunto podemos hacer. 


Me parece oportuno que esta discusión se dé en el ámbito de la comisión porque en principio se puede 
profundizar mucho más -luego, cada uno puede llevarla adonde quiera- que en el plenario. 


La mejor contribución que podemos hacer es no profundizar las dificultades. Por eso me parece que el 
mensaje debe ser firme y a la vez que ayude, que no crispe, como lo hemos hecho durante estos días, 
intentando potenciar los mecanismos de diálogo más plenos para atender una situación de extrema 
importancia social y política, porque es un conflicto que a todos nos tiene enormemente preocupados y cuyo 
peor resultado posible es que se dirima en términos de que una parte aplasta a la otra. Así todos perdemos. No 
tengo dudas de que esa salida sería muy complicada. La forma jurídica en la que está transitando el conflicto 
conlleva un riesgo, no un riesgo de golpe de Estado, pero no hace a la mejor calidad democrática. Y además 
puede sentar un precedente que también nos genere complicaciones. 


Por eso digo que las convicciones son centrales. Si hoy no estuviera diciendo esto y mañana -Dios nos libre y 
guarde- tuviéramos un escenario diferente en términos de la gestión de gobierno, también tendría que admitir 
que este es un mecanismo válido para dirimir diferencias, y no es así. 


La comisión agradece los aportes de los compañeros y compañeras. Ofrecemos la comisión a la hora y el día 
que sea -sabiendo que es complicada la presencia de algunos compañeros del interior- para abrir la 
negociación desde este ámbito. Estamos dispuestos, siempre y cuando -así nos hemos manejado con el 
Ministerio de Trabajo y Seguridad Social- se genere una instancia de avance, no duplicando esfuerzos para 
no molestar. Pero si en algún momento consideran que esta comisión puede ayudar, sus puertas estarán 
abiertas. De hecho, esta comisión ya lo ha hecho en otras circunstancias yendo a equis oficina a dialogar con 
empresarios y trabajadores, acercando a las partes, y lo hemos hecho con la mayor confianza. A veces, el que 
no puede asistir, envía a otra persona. Pero en esas cuestiones hemos intentado seguir una lógica de 
funcionamiento parlamentario que no se acote solamente a lo formal de recibir los problemas sino de 
ponernos a disposición para ayudar, pero no para buscar protagonismos ni repercusiones en los medios, sino 
para que efectivamente el Parlamento sea una caja de resonancia articulando posibles salidas. 


En esto nos va la vida, porque tenemos claro que maestros y docentes son parte de este juego, pero también 
están involucrados los estudiantes, los gurises, nuestros hijos. 


Está claro que miramos esta situación muy preocupados e intentaremos hacer todo lo posible para generar un 
clima de diálogo. Seremos cuidadosos en la redacción de la declaración para no generar más crispación, 
tratando de aportar un granito de arena; si es así, habremos dado en el clavo. 


La comisión agradece la presencia de la delegación. 


(Se retiran de sala representantes del PIT CNT y de la Coordinadora de Sindicatos de la Enseñanza 
del Uruguay, CSEU) 


Léase por Secretaría la declaración a la que hemos arribado. 
(Se lee:) 


“Los integrantes de la Comisión de Legislación del Trabajo de la Cámara de Representantes, Óscar Andrade, 
Wilson Aparicio Ezquerra Alonso, Daniel Placeres, Luis Puig y Nelson Rodríguez Servetto, se dirigen a usted 
debido a las circunstancias imperantes en el ámbito de la Negociación Colectiva en la Educación, y con el 
ánimo de contribuir a restablecer el clima adecuado, solicitamos al Poder Ejecutivo la derogación del Decreto 
por el que se declaran esenciales los servicios correspondientes a los Centros de Educación Inicial, Primaria, 
Secundaria, Educación Técnico Profesional y Centros de Formación Docente.- Saluda atentamente”. 


En discusión. 


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota) 
———Cinco en seis: AFIRMATIVA. 


No habiendo más asuntos, se levanta la reunión. 


Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


